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“La violencia armada es difícil de definir, pero fácil de

reconocer.” Esta cita, tomada del cortometraje ‘Las

Caras de la Violencia’1, producido para la Conferencia

de Oslo sobre Violencia Armada, resume a la perfec-

ción la dificultad de encontrar una definición precisa

del fenómeno de la violencia armada. Necesitamos

definiciones, por supuesto, pero más importante aún,

tenemos que mejorar nuestra percepción común de 

lo que es la violencia armada y cómo afecta a las 

personas por encima del género, la edad, las comu-

nidades y los Estados, y cómo podemos medir el

problema y los esfuerzos para hacerle frente. 

Noruega acaba de publicar su primer informe

nacional sobre la violencia armada. Este es un

seguimiento de la Declaración de Ginebra y los

Compromisos de Oslo sobre la Violencia Armada, 

en la que los Estados se han comprometido a 

medir y monitorear la violencia armada, y dar a 

conocer la información a la opinión pública. Nuestra

experiencia ha sido que el valor de la producción de

un informe nacional no sólo radica en su contenido,

sino también en el proceso de preparación en sí. 

Esto se ha traducido en una mayor comprensión y

más intercambio de información entre las agencias

del sector público y los grupos de la sociedad civil

que participan en diferentes aspectos de la preven-

ción de la violencia en Noruega. Espero que el 

primer informe integral nacional de Noruega sobre 

la violencia armada inspire a otros países para 

iniciar un proceso similar.

Estados de América Latina y el Caribe están desem-

peñando un papel clave al tomar medidas para rever-

tir el aumento de la violencia armada dentro de sus

fronteras. Este estudio realizado por organizaciones

de la sociedad civil de varios países de la región será

importante en el fortalecimiento de la alianza entre el

Estado y la sociedad civil, que es una base esencial

para abordar todos los aspectos del problema de la

violencia armada.

Este informe llega a conclusiones de largo alcance 

y proporciona cuantioso material para continuar 

el debate. Identifica el desafío de encontrar los 

recursos suficientes para hacer frente a la violencia

armada efectiva y la necesidad de contar con un

enfoque global e integrado para reducir su impacto.

Hacer frente a la violencia armada no es una tarea

sencilla, y no hay una solución universal al problema.

Es necesario contar con medidas preventivas y una

intervención social de base amplia, así como aplicar

medidas de control de armas. El valor de nuestros

esfuerzos para reducir y prevenir la violencia armada

será medido por su impacto en las comunidades

afectadas y por su éxito en poner fin al sufrimiento

humano. Por lo tanto, todo nuestro trabajo debe

comenzar con una toma de conciencia del sufrimiento

que la violencia armada causa a las víctimas individ-

uales y a las comunidades y sociedades afectadas.

El presente informe es un paso importante en la

dirección correcta.

Gry Larsen
Secretaria de Estado de Noruega
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São Paulo, Brasil, 2009
Destrucción de aproximadamente 2.800
armas entregadas por la población. 
Crédito: Heather Sutton, 
Instituto Sou da Paz 1 “Las Caras de la Violencia”, cortometraje dirigido por Ilona Szabó de Carvalho, Brasil 2010, http://vimeo.com/12091387.



El informe del Secretario General de las Naciones

Unidas de 2009 ‘Promoción del desarrollo mediante la

reducción y prevención de la violencia armada’ pone

de relieve la relación compleja entre la seguridad y el

desarrollo, con un enfoque específico en los desafíos

que enfrentan los Estados y los organismos interna-

cionales trabajando para reducir el impacto negativo

de la violencia armada sobre el desarrollo sostenible.

Esta relación compleja entre la violencia armada y el

desarrollo es particularmente evidente en América

Latina y el Caribe.

El tráfico ilícito de armas pequeñas y ligeras alimenta

a la violencia armada, representando una amenaza

seria al bienestar de las sociedades de América

Latina y el Caribe. La excesiva y desestabilizante 

acumulación de armas pequeñas, en combinación

con su circulación ilícita y uso ilegal, socava el 

desarrollo socio-económico y la gobernabilidad de 

la región. En muchos países de la región armas 

de fuego están presentes en 75 por ciento de los 

homicidios y un número importante de países ex-

perimentan tasas de homicidio por encima de 30 

por 100,0000 habitantes. La proliferación ilícita de

armas pequeñas es un factor decisivo en la produc-

ción y reproducción de la violencia armada.

La integración de medidas de desarme y control de

armas con políticas de desarrollo y gobernabilidad

tiene un impacto positivo y sostenible en la reducción

de la violencia armada. La continúa y efectiva imp-

lementación en la región del Programa de Acción 

de las Naciones Unidas para Prevenir, Combatir y

Erradicar el Tráfico Ilícito de Armas Pequeñas y

Ligeras en Todos Sus Aspectos es un buen ejemplo.

El Programa de Acción hace un llamado a los Estados

a que enfrenten el tráfico ilícito de armas pequeñas 

y su impacto en la violencia armada desde una per-

spectiva del desarme que al mismo tiempo busca

reducir la demanda para armas pequeñas a través 

de políticas para el desarrollo. En gran medida, los 

gobiernos de América Latina y el Caribe se han

acogido a tales aproximaciones en sus esfuerzos 

para reducir la violencia.

En este contexto, el informe sobre las capacidades

estatales para atender el problema de la violencia

armada en América Latina y el Caribe, es una her-

ramienta importante que apoyará y guiará a los

Estados en sus esfuerzos para hacer frente a los

problemas causados por los altos niveles de violencia

armada, que tanto impiden el desarrollo sostenible

plasmado en los Objetivos de Desarrollo del Milenio.

Es un recurso oportuno y bienvenido.

William Godnick
Coordinador, Programa de Seguridad Pública

Oficina de Asuntos de Desarme, Centro Regional 

de las Naciones Unidas para la Paz, el Desarme 

y el Desarrollo en América Latina y el Caribe
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São Paulo, Brasil, 2009
Destrucción de 4.000 armas 
entregadas por la población. 
Crédito: Erica Ribeiro, 
Instituto Sou da Paz



El estudio sólo incluye acciones promovidas por la

sociedad civil y otras instituciones no estatales en los

casos en que éstas se realizan de manera conjunta

con el Estado o por delegación del mismo. 

PRINCIPALES RESULTADOS 

Sistemas para la medición y el monitoreo de 
la violencia armada
Los resultados del proyecto sugieren que las formas

de colaboración entre instituciones estatales y no

estatales para el diseño, implementación o adminis-

tración de sistemas de medición, monitoreo y análisis

de la violencia armada son bastante infrecuentes. 

En buena parte de los países estudiados, las institu-

ciones estatales son las principales responsables de

la producción de información sobre violencia armada.

Sin embargo, sus metodologías no son de fácil acce-

so en todos los casos y se ven limitaciones en cuanto

a la producción de análisis más complejos sobre la

naturaleza y motivaciones de la violencia armada. 

El estudio muestra también una escaza comunicación

entre sistemas en los diferentes niveles nacionales. La

dispersión de información y la ausencia de mecanis-

mos formales y permanentes para el diálogo entre las

fuentes hace difícil determinar los niveles globales de

violencia armada y mejorar la comprensión sobre este

fenómeno. Adicionalmente, y a pesar de la especifici-

dad de algunos sistemas, se evidencia escasez de

información acerca de las víctimas y los perpetrador-

es de la violencia armada, y acerca de las armas y 

los factores de riesgo que facilitan la aparición o

reproducción de la violencia. Estas limitaciones crean

barreras para una comprensión plena del fenómeno 

y plantean preguntas asociadas a la pertinencia de

ciertas intervenciones. Esto, en la medida en que las

políticas, planes, programas y proyectos utilizan estos

sistemas como su principal fuente de información. 

Desde el punto de vista operativo, los sistemas para

la medición y el monitoreo enfrentan desafíos asocia-

dos a la escasez de recursos tecnológicos y las

necesidades de capacitación de personas involu-

cradas en ciertos procesos. Por un lado, los sistemas

requieren mejores tecnologías que permitan aumentar

la eficiencia en la sistematización y procesamiento 

de datos. Por otro, el personal a cargo del registro y

sistematización de la información requiere de mayor 

y mejor entrenamiento para la realización de estas 

tareas. Mejoras en estos dos frentes pueden reducir

la ocurrencia de errores y contribuir a la publicación

de datos más actuales y confiables sobre violencia

armada.

Finalmente, la presencia desigual de instituciones en

el terreno implica que muchos eventos de violencia

armada no sean reportados a las autoridades o que

sean registrados de manera inadecuada. Las institu-

ciones del Estado, al no estar presentes en toda la

extensión del territorio nacional, dificultan la denuncia

de hechos de violencia por parte de los ciudadanos.

Altos niveles de subregistro constituyen, por tanto,

uno de los mayores desafíos de los sistemas para 

la medición y el monitoreo en América Latina y el

Caribe. 

De acuerdo a lo anterior, se recomienda una mayor

colaboración entre las instituciones estatales y no

estatales para la producción y análisis de información

sobre violencia armada, así como una mayor comuni-

cación entre los sistemas estatales en general. Es

decir que, se evidencia la necesidad de aumentar los

canales disponibles para el dialogo, el intercambio 

y la retroalimentación entre sistemas. De igual forma,

se resalta la necesidad de aumentar el acceso a las

metodologías utilizadas por los sistemas. Estos

avances, así como la superación de retos asociados 

a las tecnologías y el recurso humano disponible,

podrían facilitar la producción de información confi-

able, oportuna y accesible a toda la ciudadanía. 

Intervenciones en materia de prevención y 
reducción de la violencia armada
Las intervenciones en materia de prevención y reduc-

ción de la violencia armada enfrentan dificultades en

términos de su alcance geográfico, su abanico de

servicios y su implementación efectiva. Por una parte,

los programas y proyectos no se encuentran en todas

las regiones afectadas. Por otra, las intervenciones

experimentan dificultades para alcanzar a todas las

poblaciones necesitadas y para ofrecerles la amplia

PROPÓSITO DEL ESTUDIO 
El propósito de este estudio es generar una base 

para el diálogo, entre Estados y sociedad civil, 

acerca de la incidencia de la violencia armada 

en América Latina y el Caribe y las capacidades 

existentes para la atención de este fenómeno. 

El proyec to hace énfasis en 11 países de la región2,

los cuales sufren los efectos de diversas formas de

violencia y presentan diferentes niveles de afectación. 

El estudio utiliza los Compromisos de Oslo sobre

Violencia Armada como su marco fundamental3.

Los Compromisos de Oslo, apoyados por más de 

60 Estados en 2010, instan a los Estados a mejorar

sus mecanismos para la medición y el monitoreo 

de la violencia armada; a implementar acciones 

y estrategias para su prevención y reducción; y 

desarrollar marcos para la asistencia a las víctimas 

y la garantía del goce efectivo de sus derechos. 

Los Compromisos de Oslo reafirman los principios

establecidos por la Declaración de Ginebra sobre

Violencia Armada y Desarrollo4.

El proyecto responde a un esfuerzo conjunto entre

Action on Armed Violence (AOAV), el Centro de

Recursos para el Análisis de Conflictos (CERAC) 

y las organizaciones del grupo de trabajo regional

sobre Seguridad Humana en América Latina y 

el Caribe (SEHLAC)5. Cabe resaltar, también, la 

par-ticipación de la Alianza para la Prevención 

de la Violencia (Sede Jamaica), del Instituto Sou 

da Paz de Brasil y del Servicio de Paz y Justicia 

del Ecuador (SERPAJ). 

ANTECEDENTES 
América Latina y el Caribe es una de las regiones 

que más sufre los efectos de la violencia armada en 

el mundo. En algunas partes de la región la violencia

se asocia a la existencia de estructuras del crimen

organizado y a su lucha por el control de los difer-

entes mercados ilegales. En otros casos, la violencia

deriva de situaciones de post-conflicto en donde 

procesos incompletos de desmovilización, desarme 

y reintegración han sentado las bases para nuevas

formas de violencia. Adicionalmente, el crimen común

o las expresiones de violencia entre miembros de la

familia o ciudadanos corrientes, contribuye a engrosar

las cifras de violencia y aumentan la percepción de

inseguridad. En esta situación, se evidencia una 

alarmante proliferación de armas de fuego. 

ALCANCE DEL ESTUDIO 
El estudio se concentra en aquellas acciones pro-

movidas o implementadas por instituciones estatales

del nivel central o federal, en los diferentes niveles

nacionales. Estas acciones tienen por objeto la

medición y el monitoreo de la violencia armada, su

reducción o la asistencia a las víctimas. Cabe señalar

que, si bien el ejercicio reconoce la importancia de 

las iniciativas promovidas por las autoridades sub-

nacionales y locales, éste constituye un primer paso 

en un proceso de investigación de largo plazo. 

A su vez, el proyecto hace énfasis en aquellos 

sistemas para la medición y el monitoreo que han

sido diseñados e implementados entre los años 2001 

y 2011, e incluye intervenciones para la prevención 

y reducción de la violencia armada ejecutadas por 

el Estado durante este mismo período. Finalmente, 

el ejercicio analiza la legislación existente y los 

programas implementados en materia de asistencia 

a las víctimas en esta etapa. 

Resumen Ejecutivo

2 Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Jamaica, México, Nicaragua y Uruguay. En el caso de Venezuela el proceso 
de recolección de información continúa, en la medida en que hubo dificultades en la aplicación de la metodología en la fase inicial del ejercicio.   

3 Durante la Conferencia de Oslo sobre Violencia Armada realizada en Ginebra en mayo de 2010, 61 Estados adoptaron los Compromisos de Oslo 
sobre Violencia Armada. Los Compromisos de Oslo reafirman la idea de que la violencia armada impone importantes barreras al desarrollo y, por 
tanto, instan a los Estados a trabajar en la reducción de los niveles de violencia armada del mundo. 

4 En junio de 2006, Estados, organizaciones internacionales y no gubernamentales de todo el mundo se reúnen en Ginebra para discutir los efectos 
negativos de la violencia armada sobre el desarrollo. En este marco se produce la Declaración de Ginebra sobre Violencia Armada y Desarrollo, la 
cual ha sido afirmada por más de 100 Estados desde 2006.

5 Los miembros del grupo SEHLAC que participaron en este proyecto son: Héctor Guerra, académico y activista mexicano especializado en temas 
de desarme y violencia armada; Yassir Chavarría, académico y activista nicaragüense especializado en temas de desarme y violencia armada; 
María de Lourdes León, académica y activista venezolana especializada en temas de desarme y violencia armada; Asociación de Lucha para el 
Desarme Civil (Uruguay); Asociación para Políticas Públicas (Argentina); Campaña Colombiana contra Minas (Colombia); Fundación Red de 
Sobrevivientes y Personas con Discapacidad (El Salvador); Instituto de Ecología Política (Chile); y Organización para la Prevención de la 
Prostitución Infantil, la Pornografía  y  el Trafico de Menores con Fines Sexuales (Guatemala).
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gama de servicios que se requieren. Estas dificultades

se deben a factores financieros, problemas de seguri-

dad, barreras geográficas, falta de personal capacita-

do, etc. Estos elementos limitan la efectividad de las

acciones emprendidas y reducen el éxito de las inter-

venciones de manera notable. 

Dentro de las intervenciones directas encontradas, se

observa un énfasis en el tema de los perpetradores.

Sin embargo, un número importante de estas inter-

venciones favorece estrategias de ‘mano dura’ sobre

mecanismos de prevención de la violencia armada. 

Es importante mencionar que los Estados podrían

beneficiarse de una mayor implementación de

estrategias de prevención. Sin embargo, el mejo-

ramiento de la información disponible sobre víctimas 

y perpetradores de la violencia armada se vuelve

esencial para la implementación de proyectos y pro-

gramas de este tipo. Esto, al igual que la información

sobre las armas que participan en la comisión de

eventos violentos y de los factores de riesgo que

facilitan su ocurrencia y reproducción. 

Desde el punto de vista operativo se evidencian prob-

lemas con respecto al diseño e implementación de

procesos sistemáticos y rigurosos para la evaluación

y monitoreo de las intervenciones existentes. Estas

dificultades impiden tener un conocimiento detallado

sobre aquellas políticas, planes, programas y proyec-

tos que han sido exitosos en los diferentes contextos

y sobre aquellas acciones que, por el contrario, nece-

sitan ser revaluadas. 

Finalmente, es necesario identificar sinergias entre

programas y proyectos existentes, y construir alianzas

más fuertes y duraderas entre las diferentes institu-

ciones que trabajan en materia de prevención y

reducción de la violencia armada. Esto permitiría 

un mejor uso de los recursos financieros y humanos

disponibles, además de potenciar el impacto de las

varias intervenciones. Así mismo, la comunicación 

y el trabajo conjunto entre diferentes actores, perm-

itiría la implementación de programas integrados, 

más comprensivos, en materia de prevención y

reducción de la violencia armada. 

Intervenciones en materia de asistencia a las 
víctimas
En el nivel regional, existen relativamente pocos

instrumentos normativos cuyo énfasis explícito 

esté en la asistencia a las víctimas. El énfasis en 

la asistencia, por el contrario, parece mayor desde 

las agendas programáticas. 

En el caso de las intervenciones en asistencia a las

víctimas, se hace evidente un énfasis en la rehabil-

itación física y funcional de los individuos afectados

por la violencia armada. Esto implica, de alguna man-

era, una desatención de otras necesidades de esta

población y un énfasis excesivo en las secuelas físi-

cas de la violencia. Estas necesidades estarían asoci-

adas con la rehabilitación psicológica de las víctimas,

su inclusión social y económica, su reparación moral

o económica, entre otros. Cabe señalar que, si bien

algunos países de la región revelan marcos más com-

prensivos para la atención a las víctimas y la garantía

de sus derechos, éstos parecen derivar de la presen-

cia de conflictos armados activos o históricamente

superados. Esto plantea preguntas acerca de la aten-

ción a las víctimas en situaciones de no conflicto;

situaciones que son preponderantes en la región. 

Adicional a lo anterior, el proyecto revela un énfasis –

desde los instrumentos legislativos y las interven-

ciones existentes – en las víctimas directas a nivel

regional. Este hecho sugiere inquietudes acerca de 

la atención que se brinda a las víctimas indirectas 

de la violencia armada. Es decir, sobre las necesi-

dades y respuesta institucional frente a aquellas 

personas que han sufrido daños indirectos como 

consecuencia de un evento violento. 

Finalmente, las intervenciones en materia de asisten-

cia a las víctimas enfrentan desafíos similares a aquel-

las en materia de prevención y reducción de la violen-

cia armada que se describen en el aparte anterior.

Estas limitaciones están asociadas con la falta de

comunicación entre agencias en el terreno, la escasez

de recursos financieros y humanos, restricciones de

seguridad o de movilidad como consecuencia de 

barreras geográficas, etc. Estos factores implican 

limitaciones en términos del éxito y la sostenibilidad

de las acciones emprendidas. 

De acuerdo a los hallazgos presentados, puede

decirse que aún hay retos significativos en materia 

de asistencia a las víctimas en la región. Estos

desafíos están asociados a la necesidad de trabajar

sobre las definiciones de ‘víctima’ y de ajustar el

portafolio de servicios de acuerdo a una definición

más comprensiva. Adicionalmente, existen desafíos

relacionados con el desarrollo de instrumentos leg-

islativos que puedan garantizar el acceso de esta

población a los servicios requeridos y el goce 

efectivo de sus derechos. 

Diadema, Brasil, 2004. Primera campaña de entrega voluntaria de armas. 
En Brasil fueron recogidas alrededor de 500.000 armas en 16 meses. 
Crédito: Érico Hiller, Instituto Sou da Paz
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monitoreo de la violencia armada a nivel regional; 

iv.) una sección sobre las características de las 

intervenciones en materia de prevención y reducción; 

y v.) una sección sobre las iniciativas adelantadas 

en términos de asistencia a las víctimas. Adicional 

a estas secciones principales, se presenta un

resumen ejecutivo y un capítulo de conclusiones y

recomendaciones. 

Agradecemos a todas las partes involucradas en 

el proyecto por su trabajo incansable y sus invalu-

ables aportes durante el proceso de investigación. 
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Países de América
Latina y del Caribe
estudiados en este
reporte

En los últimos años ha habido un creciente recon-

ocimiento internacional de la necesidad de abordar 

el fenómeno de la violencia armada (inclu-idas las

situaciones de conflicto y de no conflicto) como un

asunto transversal con grandes implicaciones para 

el desarrollo. Como respuesta a esta preocupación, 

la comunidad internacional ha trabajado en la con-

strucción y promoción de instrumentos que instan a

los Estados a la implementación de medidas concre-

tas que permitan la reducción efectiva de los niveles

globales de violencia armada. Este es el caso de la

Declaración de Ginebra (adoptada por más de 100

Estados a partir de 2006) y de los Compromisos de

Oslo (adheridos por más de 60 Estados desde 2010).

Los Compromisos de Oslo - que sirven como marco

fundamental para este proyecto - insisten en la

necesidad de fortalecer los mecanismos existentes

para la medición y el monitoreo de la violencia 

armada, y urgen a los Estados a avanzar en la 

implementación de medidas que garanticen la 

asistencia a las víctimas y el goce efectivo de sus

derechos. Adicionalmente, los Compromisos de 

Oslo apuntan a la necesidad de incorporar el trabajo

que se realiza en materia de prevención y reducción

de la violencia armada, en estrategias de desarrollo

más generales. Esto, con el objeto de reconocer el

vínculo entre estas dos variables y las limitaciones

que la violencia impone al desarrollo. Cabe resaltar,

entonces, que tanto la Declaración de Ginebra como

los Compromisos de Oslo suponen el desarrollo de

capacidades estatales para una mejor comprensión

de la naturaleza de la violencia armada y para su

efectiva reducción. 

Los Estados de América Latina y el Caribe, a pesar 

de mostrar un profundo compromiso con el desarme 

y la reducción de la violencia armada, enfrentan 

alarmantes niveles de afectación por cuenta de 

este fenómeno. Esta situación ha inspirado una 

gran diversidad de acciones, promovidas desde 

la sociedad civil y las instituciones del Estado, que

apuntan a reducir los efectos nefastos de la violencia 

y a promover formas de convivencia pacífica. Hasta 

la fecha, sin embargo, no se cuenta con información

suficiente y centralizada, que permita conocer y 

comparar las capacidades nacionales y regionales

para el monitoreo, la medición y el análisis de la 

violencia armada. Tampoco es posible conocer las

capacidades para el diseño e implementación de

intervenciones o marcos normativos que atiendan

este fenómeno, o asistan a las personas y comu-

nidades afectadas. 

Por lo anterior, Action on Armed Violence (AOAV), 

en colaboración con el Centro de Recursos para el

Análisis de Conflictos (CERAC), las organizaciones 

del Grupo de Trabajo sobre Seguridad Humana en

América Latina y el Caribe (SEHLAC), la Alianza para 

la Prevención de la Violencia (Sede Jamaica), el

Instituto Sou da Paz, y el Servicio de Paz y Justicia

del Ecuador, se dieron a la tarea de identificar las 

principales acciones emprendidas por 12 Estados 

de la región con miras a una mejor comprensión y

atención de la violencia armada. Esto, en concordan-

cia con los acuerdos fundamentales que se derivan

de la Conferencia de Oslo sobre este mismo tema6.

Este documento presenta los principales hallazgos

obtenidos durante el proceso de investigación en 

11 países7 de la región y hace algunas recomenda-

ciones en las diferentes áreas de estudio. El reporte

está dividido en cinco secciones principales: 

i.) una sección metodológica en donde se presentan

los principales conceptos y herramientas que permi-

tieron acercarse al problema de la violencia armada

en América Latina y el Caribe, e identificar iniciativas

para su medición, prevención y reducción en los 

diferentes países estudiados; ii.) una sección sobre el

contexto de violencia que afecta a los doce países

estudiados; iii.) una sección sobre las características

principales de los sistemas para la medición y el

Introducción

6 La Conferencia de Oslo sobre Violencia Armada tuvo lugar en la ciudad de Ginebra el 12 de mayo de 2010. A este evento asistieron 64 Estados, 
algunos Estados observadores, 16 organizaciones no gubernamentales y 12 organizaciones internacionales, entre las que se encuentran el Banco 
Mundial y la OCDE. Durante la Conferencia, 61 Estados afirmaron los Compromisos de Oslo.

7 En el caso de Venezuela el proceso de recolección de información continúa, en la medida en que hubo dificultades en la aplicación de la 
metodología en la fase inicial del ejercicio.



de prevención y reducción de la violencia armada,

especialmente intervenciones en materia de asis-

tencia a las víctimas. 

LAS ARMAS   
Finalmente, acorde a la intensión y el alcance de este

ejercicio, se define a las armas como ‘aquellos arte-

factos que, por su diseño, son más efectivos en

causar daño’. De acuerdo a esta definición, el proyec-

to privilegia aquellas formas o hechos de violencia en

donde hay presencia de armas de fuego pequeñas y

ligeras10, armas explosivas11, armas blancas y objetos

corto-punzantes12.

LOS FACTORES DE RIESGO   
Los factores de riesgo hacen referencia a aquellos

elementos del contexto que facilitan la emergencia de

la violencia armada o su perpetuación en el tiempo.

Estos factores pueden estar asociados a la disponibil-

idad y demanda de armas de fuego, a la presencia de

grupos armados u organizaciones de crimen organi-

zado, a la oferta y demanda de drogas, a la existencia

de altos índices de pobreza o inequidad, a la escasez

de oportunidades educativas o laborales, etc. 

LOS TIPOS DE VIOLENCIA ARMADA   
Adicional a las definiciones anteriores y con el objeto

de avanzar en el ejercicio de mapeo, es necesario

identificar las características de los actos violentos de

acuerdo a los ámbitos o espacios en los que ocurren.

Es también esencial identificar la naturaleza del daño

que se produce y la motivación tras el uso de la vio-

lencia. Estas tipologías, al igual que los ejes analíti-

cos, facilitan la tarea del investigador en tanto ofrecen 

un marco conceptual que permite identificar las 

formas de violencia más preponderantes en los 

diferentes contextos.

LOS ÁMBITOS DE LA VIOLENCIA ARMADA   
Los ámbitos permiten caracterizar los hechos 

violentos de acuerdo a la relación que existe entre 

el perpetrador y su víctima. Para este proyecto, en

particular, se tienen en cuenta dos tipos de violencia

de acuerdo a algunas de las categorías propuestas

por la Organización Mundial de la Salud13(OMS). El

primero es la violencia interpersonal individual y, el

segundo, la violencia colectiva o violencia entre 

grupos. 

La ‘violencia interpersonal individual es aquella violen-

cia que ocurre entre individuos’. Estos individuos

pueden estar relacionados por vínculos estrechos o 

a través de lazos de menor proximidad. ‘La violencia

colectiva’, por su parte, se refiere a ‘aquellos eventos

de violencia que son perpetrados por grupos’. En el

caso de los grupos, los perpetradores pueden

pertenecer a estructuras organizadas o no14.

LOS TIPOS DE DAÑO    
Según el enfoque de Salud Pública es posible clasi-

ficar los eventos violentos de acuerdo a los daños

que éstos generan15. Es decir que, existen daños de

naturaleza sexual, daños físicos no letales y daños

psicológicos16. En el caso de este ejercicio se tienen

en cuenta las categorías mencionadas y, adicional-

mente, se incluyen formas de violencia letal y situa-

ciones en donde hay privación de la libertad17. Es

decir, en donde hay uso o amenaza del uso de las

LOS COMPONENTES Y EJES ANALÍTICOS DE 
LA VIOLENCIA ARMADA 
Analizar las respuestas de los Estados de América

Latina y el Caribe frente al problema de la ‘violencia

armada’ implica, sin duda, un desafío conceptual.

Esto, en la medida en que el concepto mismo es 

relativamente ajeno a la región y a que el problema 

de violencia armada varía según los diferentes 

contextos. 

Para superar este desafío, el proyecto utiliza la defini-

ción de violencia armada que ofrece la Organización

para la Cooperación y el Desarrollo Económico

(OCDE) y tres de sus ejes analíticos. Es decir que, 

el proyecto entiende a la violencia armada como ‘el

uso o la amenaza del uso de las armas para producir

daño, muerte o perjuicios psicosociales, que mina el

desarrollo’8.

El concepto de la OCDE es novedoso en tanto que

incluye tres componentes esenciales: el uso de las

armas con un propósito -que implica la intencionali-

dad de la violencia-, la generación de un daño, y el

perjuicio enfocado en los individuos o comunidades.

Por otro lado, este concepto ofrece una serie de 

herramientas que permiten cuantificar el fenómeno 

de la violencia armada y compararlo entre diferentes

contextos. Dichas herramientas son los ejes analíticos

provistos por el lente de violencia armada y aquellos

elementos de contexto que permiten entender la

complejidad de este fenómeno. 

Los ejes analíticos se concentran en las víctimas y

perpetradores de la violencia armada, y las armas 

que participan en los hechos violentos. Los elementos

del contexto, por su parte, son aquellos factores de

riesgo que facilitan la aparición o reproducción de la

violencia. 

LAS VÍCTIMAS 
El lente de violencia armada propuesto por la OCDE

no ofrece realmente una definición del concepto de

‘víctima’. Sin embargo, existen una multiplicidad de

definiciones propuestas desde la criminología, la 

salud pública, la justicia transicional, los Derechos

Humanos y el Derecho Internacional Humanitario. 

Tomando elementos de varias fuentes con el objeto

de facilitar la recolección de información en los difer-

entes contextos, este proyecto entiende por víctimas 

a ‘aquellas personas que individual o colectivamente

han sufrido un daño como consecuencia del uso o 

la amenaza del uso de las armas en contra suya’.

Este daño puede ser entendido como la muerte,

lesiones temporales o permanentes, sufrimiento 

emocional, pérdida de bienes materiales o afectación

económica. 

Cabe resaltar también que existen distintos tipos de

víctimas de acuerdo a su nivel de afectación y a la

proximidad del daño recibido. Es decir que, existen

víctimas directas y víctimas indirectas como resultado

de eventos de violencia armada. Las víctimas directas

han sufrido un daño propio e inmediato, mientras que

las victimas indirectas sufren los efectos de hechos

violentos dirigidos contra otras personas, grupos o

instituciones9.

LOS PERPETRADORES  
Por su parte, los perpetradores se entienden -en el

marco de este proyecto- como ‘aquellos agentes que

individual o colectivamente utilizan o amenazan con

utilizar las armas para generar un daño a personas 

o comunidades’.

Es importante anotar, sin embargo, que en algunos

contextos particulares el concepto de víctima y per-

petrador se confunde, dejando en evidencia la com-

plejidad del fenómeno de la violencia armada y las

condiciones que llevan a ciertos grupos o individuos 

a hacer ejercicio de la violencia. Este es el caso, por

ejemplo, de niños que han sido reclutados en situa-

ciones de conflicto armado. 

Este ejercicio tiene en cuenta esta situación, al tratar

de identificar y caracterizar intervenciones en materia

10 Revólveres, pistolas automáticas de carga, fusiles, carabinas, rifles de asalto, sub-ametralladoras, ametralladoras ligeras, ametralladoras pesadas, 
lanzagranadas, cañones antiaéreos portátiles, cañones antitanque portátiles, cañones sin retroceso, lanzadores portátiles de proyectil antitanque y 
sistemas de cohete, lanzadores portátiles de sistemas de proyectil antiaéreo, y morteros con calibre menor a 100mm. (ver Small Arms Survey, s.f.).  

11 Según la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y otros materiales 
relacionados (CIFTA), los explosivos se refieren a toda aquella sustancia o artículo que se hace, se fabrica o se utiliza para producir una explosión, 
detonación, propulsión o efecto pirotécnico. Dentro de estos artefactos, además se incluyen los explosivos no convencionales, o fabricados de 
manera artesanal, las minas antipersonales (MAP) y municiones sin explotar (MUSE). (CIFTA, 1997; y Bevan, J. y Pézard, S., 2006).

12 El proyecto deja abierta la posibilidad de documentar sistemas o intervenciones que se enfoquen en ciertas formas de violencia, en donde el daño 
se produce con otro tipo de objetos. Cabe señalar, sin embargo, que estos casos sólo son documentados en aquellas circunstancias en donde 
ciertos objetos son utilizados de manera sistemática para causar daño.

13 OMS, 2003.
14 Dentro de los ámbitos de la violencia propuestos por la OMS está también ‘la violencia intrapersonal o autoinfligida’ que comprende el 

comportamiento suicida y las autolesiones. Este proyecto, sin embargo, no estudia la incidencia o las respuestas de esta forma de violencia en 
América Latina y el Caribe.  

15 OMS, 2003, p. 7.
16 OMS, 2003, pp. 7-8.
17 OMS, 2003, p. 137. 

Marco teórico e instrumentos metodológicos 

8 OCDE, 2009, pp. 50-55.
9 Aguilar Aviles, D., 2010; Geneva Declaration, 2008; Elster, 2004.
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armas para retener a una persona en contra de 

su voluntad.

LA MOTIVACIÓN DE LA VIOLENCIA ARMADA    
Este ejercicio se enfoca en aquellas formas de 

violencia en donde hay una intención detrás del uso

de las armas e identifica dos tipos de motivaciones

principales: la violencia con motivación emocional y 

la violencia con fines instrumentales18. Cuando la

intensión emana de las emociones, el hecho violento

no persigue un fin específico más allá de causar un

daño a la víctima. Por el contrario, cuando la violen-

cia sirve como un medio para alcanzar un objetivo 

u obtener un beneficio posterior, ésta tiene un fin

instrumental.

Cabe anotar, sin embargo, que las diferentes

tipologías de la violencia no son excluyentes 

entre sí. Es decir que, diferentes tipos de daños

pueden ocurrir en cada uno de los ámbitos de 

la violencia y pueden tener, a su vez, diferentes 

motivaciones. 

EL EJERCICIO DE MAPEO 
Una vez definidos los conceptos que permiten identi-

ficar y delimitar el fenómeno de la violencia armada,

es importante presentar las áreas en las que se enfo-

ca este ejercicio y que permiten explorar la respuesta

de los paises de la región frente a este fenómeno. 

El proyecto se enfoca en tres áreas específicas que

han sido identificadas en los Compromisos de Oslo

como condiciones fundamentales para lograr reduc-

ciones substanciales en los niveles globales de 

violencia armada. Estas áreas están relacionadas 

con el diseño e implementación de sistemas para 

la medición y el monitoreo de la violencia armada, 

la ejecución de intervenciones para la prevención 

y reducción de este fenómeno, y el desarrollo de

intervenciones en materia de asistencia a las 

víctimas. 

Estas tres áreas de mapeo son desarrolladas en este

ejercicio en la medida que permiten entender las

capacidades nacionales y regionales para atender 

el problema de la violencia armada. 

LOS SISTEMAS PARA LA MEDICIÓN Y EL 
MONITOREO DE LA VIOLENCIA ARMADA    
Los sistemas para la medición y el monitoreo de la

violencia armada se refieren al ‘conjunto de bases 

de datos, registros e instrumentos de análisis que 

permiten dar cuenta de los niveles, dinámicas y 

distribución de la violencia armada’. Cabe aclarar, 

sin embargo, que el énfasis de este ejercicio está 

en los sistemas estatales a cargo de instituciones 

del nivel central o federal. Los sistemas de medición 

y monitoreo a cargo de instituciones no estatales son

tenidos en cuenta, únicamente, cuando se desarrollan

de manera conjunta con el Estado o por delegación

del mismo. 

INTERVENCIONES EN MATERIA DE PREVENCIÓN
Y REDUCCIÓN DE LA VIOLENCIA ARMADA    
Las intervenciones para prevenir y reducir la violencia

armada se definen, para efectos de este ejercicio,

como ‘todas aquellas políticas, planes, programas 

y proyectos que buscan reducir la incidencia de la

violencia armada’.

Cabe resaltar que existen dos tipos de intervenciones

en materia de prevención y reducción de la violencia

armada: las intervenciones directas y las interven-

ciones indirectas. Las intervenciones directas son

aquellas que, dentro de sus objetivos principales,

hacen explícita la intensión de reducir cualquier tipo

de violencia armada. Las intervenciones indirectas,

por su parte, buscan actuar sobre cualquiera de sus

factores de riesgo. 

Las intervenciones para la prevención y reducción 

de la violencia armada pueden darse en los niveles

nacionales, sub-nacionales o locales. Este proyecto,

sin embargo, por limitaciones de tiempo y capacidad

para la recolección de información en los niveles 

sub-nacionales y locales, se concentra en iniciativas

promovidas por las instituciones estatales del nivel

central o federal. 

INTERVENCIONES EN MATERIA DE ASISTENCIA 
A LAS VÍCTIMAS     
Con respecto a las intervenciones en materia de 

asistencia a las víctimas, este proyecto hace un

18 Banco Interamericano de Desarrollo, 1999.
19 Estos esfuerzos son entendidos como proyectos, programas, planes y políticas estatales que buscan asistir a las víctimas de la 

violencia armada.

20 Esta búsqueda sistemática se divide en dos etapas. En la primera se concentra en identificar aquellas instituciones a cargo de sistemas para la 
medición y el monitoreo, o de intervenciones para la reducción de la violencia armada o la asistencia a las víctimas, utilizando los siguientes 
motores de búsqueda generales como SCielo, Google y Google Académico.  En la segunda etapa, se procede a la revisión exhaustiva de las 
páginas web de las instituciones identificadas con anterioridad para recabar información específica sobre las características de los sistemas e 
intervenciones a su cargo. En esta última etapa, adicional a las páginas de internet de las instituciones, se utilizan algunos de los principales 
medios de comunicación (de circulación nacional) en los distintos países, como fuentes complementarias para la identificación de sistemas e 
intervenciones.   
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esfuerzo por identificar y caracterizar ‘todos aquellos

esfuerzos encaminados a reparar los daños causados

a las personas como consecuencia de un acto violen-

to’19. La asistencia a las víctimas, sin embargo, puede

tomar varias formas. El presente ejercicio, por tanto,

recoge y analiza información sobre los siguientes

tipos de asistencia: 

• Restitución (se refiere a aquellas intervenciones 

que pretenden restablecer la situación de la víctima 

a su estado original; antes del daño causado). 

• Indemnización (iniciativas que buscan compensar 

el daño de acuerdo a su equivalencia en dinero). 

• Rehabilitación y recuperación (tratamientos 

necesarios para la superación del daño físico o 

psicológico de la víctima).

• Satisfacción o reparación moral (intervenciones 

que buscan aplicar las penas, reconocer la verdad 

y procesos de perdón frente al perpetrador de la 

violencia). 

• Garantía de no repetición (una intervención del 

Estado para evitar que haya re-victimización).

• Inclusión social y económica (iniciativas que 

buscan garantizar la igualdad de condiciones 

para las víctimas frente a la posibilidad de ejercer 

actividades económicas que permitan el pleno 

desarrollo de sus capacidades y su plena inclusión 

en la sociedad). 

Cabe señalar que el ejercicio incluye también aquellos

instrumentos normativos (entendidos como leyes

nacionales, decretos, actos administrativos, acuerdos

ministeriales, etc.) que apuntan a la reducción y 

prevención de la violencia armada, o a la asistencia 

a las víctimas. Sin embargo, el proyecto se enfoca en

aquellos instrumentos normativos que hacen referen-

cia explícita a la violencia o a las víctimas y no incluye

otros instrumentos que, sin ser su intensión, tienen 

un efecto positivo en la reducción de la violencia

armada. La razón por la que estos instrumentos no 

se tienen en cuenta, es la dificultad que implicaría 

una revisión detallada de la normatividad en áreas 

tan amplias como el desarrollo y las condiciones 

de bienestar de la población en general. 

HERRAMIENTAS PARA LA RECOLECCIÓN DE 
LA INFORMACIÓN  
El ejercicio aborda las siguientes etapas y utiliza 

los instrumentos metodológicos que se exponen 

a continuación con el objeto de obtener y analizar

información relevante sobre las capacidades estatales

para atender el problema de la violencia armada en 

la región. 

Búsqueda sistemática de información vía 
Internet: Durante la primera parte del ejercicio, los 

investigadores se concentraron en la búsqueda sis-

temática de información vía Internet, con el objeto 

de identificar la mayor parte de sistemas existentes

para la medición y el monitoreo de la violencia 

armada, e intervenciones en materia de prevención,

reducción y asistencia a las víctimas. La búsqueda

sistemática pretendía, también, identificar a aquellas

instituciones a cargo de los diferentes sistemas e

intervenciones. 

La búsqueda sistemática se hizo a través de unos

motores particulares y con base a una lista de pal-

abras claves que fue previamente acordado entre 

las organizaciones involucradas en el ejercicio20.

Cabe señalar que, si bien el listado de palabras

claves tiene en cuenta el léxico particular de cada

contexto, trata de mantener la homogeneidad en la

búsqueda a nivel regional. Esto permite la compara-

ción entre países y la recolección de información 

similar entre los diferentes contextos. 

La búsqueda sistemática vía Internet permitió con-

struir una primera muestra de sistemas e interven-

ciones. Esta base sería verificada posteriormente 

con los ‘informantes clave’.

Entrevistas con los informantes clave: Los infor-

mantes clave son personas que, por su trayectoria 

y experticia en temas asociados a la violencia 

armada (bien sea desde la academia o desde el 

diseño e implementación de políticas o programas)

sirvieron como guía durante el proceso de búsqueda

sistemática. 



São Paulo, Brasil, 2009
Destrucción de aproximadamente 2.800
armas entregadas por la población. 
Crédito: Heather Sutton, 
Instituto Sou da Paz

Las conversaciones entre los investigadores y sus

informantes clave orientaron la búsqueda de informa-

ción y dieron pistas sobre las condiciones actuales 

de los sistemas para la medición y el monitoreo, y 

las diferentes intervenciones.

Revisión sistemática de documentos asociados 
a la normatividad vigente: En una tercera etapa, 

los equipos de investigación avanzaron en la revisión

sistemática de la normatividad vigente en materia 

de prevención y reducción de la violencia armada 

y de asistencia a las víctimas. Cabe señalar que los

diferentes equipos de investigación utilizaron diversas

estrategias para acceder a estos documentos y estu-

diar su contenido. Esto, de acuerdo a las circunstan-

cias particulares de cada contexto. 

Entrevistas estructuradas y semiestructuradas:
En una cuarta etapa los equipos de investigación

avanzaron en la realización de entrevistas estruc-

turadas y semiestructuradas con representantes de

instituciones a cargo de sistemas para la medición 

y el monitoreo e intervenciones en materia de pre-

vención, reducción y asistencia a las víctimas de 

la violencia armada. Estas entrevistas ayudaron a 

profundizar en las características particulares de 

los diferentes sistemas e intervenciones, sus fort-

alezas y debilidades, nivel de implementación y 

funcionamiento en general. 

Codificación de la información en un formato 
pre-establecido: En la etapa final del trabajo 

de campo se procedió a codificar la información 

recogida. Esto permitió contar con parámetros

homogéneos para generar datos cuantitativos y 

cualitativos para el análisis posterior. Como resultado

de este proceso de codificación, para cada país 

incluido en este proyecto se cuenta con una base 

de datos que presenta información robusta sobre los

sistemas, intervenciones y marcos normativos para

reducir la violencia armada y asistir a las víctimas. 

Las estrategias mencionadas anteriormente, aplicadas

de manera rigurosa y homogénea en los países estudi-

ados, han permito a los equipos de investigación

aproximarse a las capacidades de los Estados para

atender los efectos de la violencia armada. Esto,

entendiendo las capacidades como el diseño e 

implementación de sistemas para la medición y 

el monitoreo de este fenómeno, y la planeación 

y ejecución de intervenciones para su efectiva 

reducción. 

Los principales hallazgos del proyecto son 

presentados en este documento. 
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LAS DISTINTAS FORMAS DE VIOLENCIA ARMADA   
En países como El Salvador y Guatemala, la violencia

armada está relacionada con un proceso de transfor-

mación que tiene lugar en el período del posconflic-

to23. Este período se caracteriza por la aparición de

nuevas formas de violencia que están asociadas al

accionar de ‘maras’, pandillas y otras organizaciones

criminales24. La aparición de ‘maras’ y pandillas en 

el caso Centroamericano se explica, en parte, por la

migración forzada de salvadoreños y guatemaltecos 

a Estados Unidos en tiempos del conflicto, y por su

posterior deportación25. La reproducción de estos gru-

pos a nivel local es posible, sin embargo, por el entre-

namiento militar que reciben los jóvenes durante el

conflicto y el residuo de armas resultante del mismo26.

En el caso de Centroamérica y particularmente en el

caso guatemalteco, la violencia armada se ha visto

alimentada, adicionalmente, por grupos paramilitares

que no fueron desarticulados durante los procesos 

de desmovilización, desarme y reinserción de 199627.

Otros países de la región no cuentan con un pasado

reciente de conflicto armado. Estos Estados, sin

embargo, experimentan elevados niveles de violencia

armada debido a disputas entre organizaciones de

crimen organizado que buscan el control de merca-

dos ilegales28. En los casos de Brasil, Jamaica y

México, por ejemplo, buena parte de la violencia es

originada por organizaciones dedicadas al tráfico de

drogas29. En el caso de Brasil, las cifras producidas

por algunas instituciones del Estado indican que 

las disputas entre ciudadanos del común generan 

también altísimos niveles de violencia armada30.

En el caso de México, por su parte, las disputas 

entre carteles han producido la militarización de la

seguridad pública31.

Aunque Ecuador y Venezuela no parecen contar con

organizaciones criminales del mismo nivel de sofisti-

cación de aquellas en Brasil, Jamaica o México, estos

países sufren importantes niveles de violencia armada

generados por la delincuencia común y el sicariato32.

En Venezuela, gran parte de los homicidios se asocia

a grupos de delincuencia local, de baja organización,

que aprovechan los altos niveles de impunidad para

cometer actos de violencia33. En este país, se observa

también un aumento importante del secuestro en los

últimos años34. En el caso de Ecuador, adicional-

mente, se registra un incremento de la violencia arma-

da en algunas zonas de frontera. Esta violencia se

atribuye a grupos armados que son propios del con-

flicto colombiano35.

En el caso de Colombia, se observan diversas formas

de violencia armada que conviven mutuamente y se

superponen entre sí. Además del conflicto armado 

(el único vigente en la región de América Latina y el

Caribe) existen importantes índices de violencia gen-

erados por la delincuencia común y el crimen organi-

zado. Alguna de la violencia actual se explica por la

presencia de las llamadas ‘bandas criminales’, que

surgen con la desmovilización de grupos de autode-

fensas a partir de 2006. Otras formas de violencia

derivan de grupos de criminalidad organizada dedica-

dos al narcotráfico o del accionar de bandas de

menor escala36.

América Latina y el Caribe registran alarmantes nive-

les de violencia armada. Según datos de 2008, la tasa

de homicidio promedio para los países incluidos en

este estudio era de 27,5 por cada 100.000 habitantes.

Es decir, cerca de 18 puntos más alta que la tasa

promedio mundial21.

A pesar de la afectación regional, no todos los países

estudiados sufren el fenómeno de la violencia armada

con la misma intensidad. En el caso de Argentina, 

Uruguay y Chile, por ejemplo, se observan tasas de

homicidio que son inferiores al promedio mundial. 

Por el contrario, algunos países de Centroamérica

presentan tasas superiores el promedio regional. 

Este es el caso de El Salvador o Guatemala; Estados

seriamente afectados por el fenómeno de la violencia

armada. En el caso del Caribe, por su parte, sorpren-

den las altas tasas de homicidio que se observan en

Jamaica. Estas tasas sobrepasan ampliamente a

aquellas que se observan en otros países de la 

región (ver Grafico 1).
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Contexto de violencia armada en América Latina y el Caribe

21 La tasa de homicidio promedio a nivel mundial es de cerca 9 homicidios por cada 100.000 habitantes para el año 2008, de acuerdo a 
los datos de la ONUDD, s.f.     

22 Se toma como base el año de 2008 porque no se cuenta con información más actualizada para todos los países analizados en este ejercicio, 
lo que hace difícil compararlos en una fecha más reciente. En los reportes nacionales por cada país, se mencionan las tasas de homicidios 
más recientes. 

23 El Salvador culminó su proceso de paz con la firma del acuerdo de Chapultepec el 16 de enero de 1992 entre el gobierno salvadoreño y el 
Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN) y Guatemala con el Acuerdo de Paz Firme y Duradera, el 29 de diciembre de 1996. 
(Secretaría de Cultura del Gobierno del Salvador, s.f.; Secretaría de Paz de la Presidencia de la República de Guatemala, 2006).  

24 Se distingue el concepto de ‘maras’ y pandillas por sus elementos constitutivos. Las pandillas obedecen a agrupaciones locales que si bien 
comparten características similares a las ‘maras’, estas últimas se caracterizan por ser un fenómeno más reciente y su organización incluye 
elementos simbólicos y acciones que superan el ámbito local (Restrepo, J. y Tobón, A., 2011).

25 Muggah, R. et al., 2009, ONUDD, 2007, p. 59; Martel, 2006.
26 Rodgers 2007; Muggah y Stevenson, s.f.
27 WOLA, 2006.
28 Reichenheim, M.E., et al., 2011, p. 2.
29 Ibíd.
30 DHPP, Secretaria de Segurança Pública, 2010.
31 Amnistía Internacional, 2009.
32 En Ecuador, según el relator especial sobre ejecuciones extrajudiciales de la ONU, Philip Alston, se estima que entre el 11 y el 14% de los 

homicidios es perpetrado por sicarios (Alston, P., 15 de julio de 2010).
33 El impulso, 28 de agosto de 2010.
34 En efecto, entre 2006 y 2010 este delito se duplicó: pasó de 8.000 casos registrados, a cerca de 16.000 (El impulso, 28 de agosto de 2010).
35 Alston, P., 15 de julio de 2010.
36 CRAC, 2006.

Gráfico 1. Tasas de homicidio por 100.000 habitantes (2008)22
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Fuente: ONUDD, 2009; Fleitas, D./APP, 2011 [inédito]; Hunt, R./Instituto Sou da Paz, 2011 [inédito]; 
Gamboa, G./Serpaj 2011 [inédito]; Sagastume, T./ECPAT-Guatemala, 2011 [inédito]; Chavarría, Y., 2011 [inédito]; 
Tenenbaum, G./ALUDEC, 2011 [inédito]; Martínez, J.J./Fundación Red de Sobrevivientes y personas con discapacidad, 
2011 [inédito]; Parkins, N./VPA, 2011 [inédito]. Datos procesados por CERAC. 



En el caso de Ecuador, por ejemplo, el 88,6% de los

homicidios afecta a personas entre los 15 y 49 años49.

De este porcentaje, el 16% son jóvenes entre los 16 

y 24 años de edad50. En Guatemala, los homicidios

afectan principalmente a las personas entre 15 y 17

años, en un 71,6%52. En Colombia, el 62% de los

homicidios ocurridos en 2010 se concentra en per-

sonas entre los 20 y 39 años . En Jamaica, aquellos

que pertenecen al grupo etario entre 26 a 35 años,

aparecen como los más afectados por la violencia

armada53.

Cabe señalar, sin embargo, que en algunos países se

observan importantes niveles de violencia contra la

mujer. Este es el caso de Nicaragua, por ejemplo, en

donde cerca del 48% de las víctimas de violencia

letal son mujeres54.

Adicionalmente, cabe señalar la preeminencia de las

armas de fuego sobre otro tipo de armas utilizadas 

en la región. En el caso de El Salvador, por ejemplo,

los datos disponibles indican que el 76% de los

homicidios ocurridos en la última década se han

cometido con armas de fuego55. En Brasil, por su

parte, el 71,7% de los homicidios registrados en 

2009 evidencian la presencia de armas de fuego56.

En Ecuador, este mismo año, las muertes violentas

causadas por armas de fuego representan el 66,4%

del total57. En Colombia y México, 94% y 85,7% del

total de homicidios reportados en 2010 se ejecutan

con estos artefactos58.

Cabe resaltar, adicionalmente, que una gran cantidad

de armas de fuego se encuentran en manos de los

civiles. En el caso de Brasil, por ejemplo, se estima

que unas 16 a 18 millones de armas están en poder

de los ciudadanos del común, y que sólo un 5,4 a 6,3

millones están registradas legalmente59. En México,

por su parte, se estima que cerca de 15 millones 

de armas de fuego circulan actualmente por fuera 

de los organismos de seguridad del Estado60. El 

fácil acceso a las armas, parece contribuir entonces 

al aumento de los niveles de violencia armada en 

la región. 

Ahora bien, países como Argentina, Chile y Uruguay

muestran bajos índices de homicidio. En estos países,

la violencia armada se manifiesta más evidentemente

en la delincuencia común, las riñas entre ciudadanos

o a la presencia de grupos de criminalidad local. En 

el caso de Argentina, particularmente, la violencia

homicida tenía tradicionalmente dos dimensiones,

una vinculada a violencia social cotidiana (riña entre

ciudadanos) y otra a robos o delincuencia común; 

sin embargo recientemente se ha incrementado los

hechos vinculados a disputas entre bandas locales

por el control de rentas derivadas del narcotráfico37.

En el caso de Chile, la ocurrencia de hechos violentos

se asocia más a una tendencia actual de aparición de

pandillas y bandas juveniles38. En Uruguay, las formas

de violencia armada más preponderantes se asocian

a riñas entre ciudadanos y a rapiñas o hurtos39.

A pesar de los bajos niveles de violencia letal, estos

países revelan importantes cifras de violencia domés-

tica y de agresiones ocurridas en el marco de riñas 

y conflictos entre los ciudadanos del común. Esta

problemática es compartida también por países 

como Nicaragua, en donde se observan importantes

niveles de violencia al interior de la familia y en la

esfera comunitaria40. En el caso de Nicaragua, adi-

cionalmente, se registran altas cifras de homicidio 

y de lesiones personales en regiones puntuales del

país. Estos eventos ocurren en el marco del tráfico 

y comercio de cocaína, y se presentan con mayor

preponderancia en la Región Autónoma del Atlántico

Sur (RAAS)41.

Cabe señalar, sin embargo, que este trabajo identifica

dificultades asociadas a los procesos de recolección

y procesamiento de información sobre violencia arma-

da en los diferentes países estudiados. Por lo anterior,

es posible que haya formas de violencia que no se 

registren de manera adecuada y cuya ocurrencia, 

por tanto, sea desconocida o subestimada. 

LA DISTRIBUCIÓN GEOGRÁFICA DE LA 
VIOLENCIA, SUS VÍCTIMAS Y LAS ARMAS 
CON LAS QUE SE EJERCE     
De acuerdo a los datos existentes, la violencia arma-

da en América Latina y el Caribe tiende a concen-

trarse en las zonas urbanas. Por ejemplo, en Brasil,

entre 1990 y 2003 la violencia homicida se concentra-

ba especialmente en Rio de Janeiro y Sao Pablo; sin

embargo, la distribución de los homicidios ha variado

hacia las zonas rurales en los últimos años, donde 

se han registrado aumentos substanciales en las

regiones rurales del centro y noreste del país, aunque

no superan aún las tasas de homicidio de las princi-

pales ciudades42. En Ecuador, la tasa de homicidios

en las áreas urbanas para el año 2009 fue de 13,86

por cada 100.000 habitantes, una cifra significativa-

mente mayor que la registrada en las zonas rurales:

3,22 homicidios por cada 100.000 habitantes43. México,

por su parte, cuenta con la ciudad que es considera-

da actualmente como la más violenta del mundo:

Ciudad Juárez, la cual registró en 2011 una tasa de

239 homicidios por cada 100.000 habitantes44. En

Jamaica, según los datos de la Policía, los homicidios

y robos registrados en áreas urbanas en 2009 dupli-

can a aquellos registrados en otras áreas del país45.

Así mismo, la mayor parte de las víctimas de la vio-

lencia armada en la región son hombres en edad pro-

ductiva. En el caso de Colombia, por ejemplo, el 92%

de las víctimas de los homicidios ocurridos en 2010

fueron hombres46. En El Salvador, el 89,9% de los

homicidios registrados entre 2001 y 2008 acabaron

con la vida de personas del sexo masculino47. Y en

Ecuador, cerca del 79% de las víctimas de violencia

letal han sido hombres48.

37 Fleitas, D., 2010.
38 En 2010, por ejemplo, se registraron cerca de 4.000 casos de menores detenidos por robos con intimidación, robos con violencia y robos a 

residencias (Justicia Penal Adolescente, 14 de enero de 2011).
39 En Uruguay, el concepto de ‘rapiña’ es un tipo penal que se refiere a la sustracción violenta o amenazante de un bien.
40 Según los datos del Instituto de Medicina Legal (2009), en el 2008 la violencia comunitaria registró una tasa nacional de 412 casos por 100.000 

habitantes y la violencia intrafamiliar ocupó el segundo lugar en registros por lesiones físicas con una tasa nacional de 197 por 100.000 habitantes. 
41 Según los datos del Instituto de Estudios Estratégicos y Políticas Públicas (IEEPP, 2010), en los primeros nueve meses del 2010 los registros de 

homicidios ascendieron un 42,8%.
42 Entre 1997 y 2007 la tasa de homicidios en las zonas urbanas descendió un 10%, mientras que en las zonas señaladas hay un incremento del 5%. 

(Reichenheim, Souza, Moraes, Jorge, Silva, & Minayo, 2011, p. 2; Waiselfisz, 2011, p. 26).
43 Instituto Ecuatoriano de Estadísticas y Censos (INEC), 2010.
44 Terra (con información obtenida de El Diario), 6 de enero de 2011.
45 Jamaica Constabulary Force, National Intelligence Bureau, 2009.
46 Instituto de Medicina Legal (Colombia), 2010.
47 Corte Suprema de Justicia del Salvador, Instituto de Medicina Legal ‘Dr. Roberto Masferrer’, 31 de octubre de 2009.
48 Instituto Ecuatoriano de Estadísticas y Censos (INEC), 2010.

49 Banco Mundial 2009, citado en Small Arms Survey 2010, pp. 208-225.
50 Ibíd.
51 Procurador de los Derechos Humanos (Guatemala), enero-marzo 2010.
52 Instituto de Medicina Legal (Colombia), 2010.
53 Jamaica Constabulary Force, National Intelligence Bureau, 2009.
54 Policía Nacional de Nicaragua, 2009.
55 Corte Suprema de Justicia del Salvador, Instituto de Medicina Legal ‘Dr. Roberto Masferrer’, 31 de octubre de 2009.
56 Confederação Nacional de Municipios, 2010, p. 4.
57 Ministerio de Salud Pública - Subsecretaria de Planificación, Sistema común de información.
58 Instituto de Medicina Legal, 2010; Presidencia de la República de México, s.f.
59 Viva Rio, 2010, p. 11.
60 Gunpolicy, s.f.
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En Nicaragua, los sistemas se concentran en la

Policía Nacional y el Instituto de Medicina Legal66.

En Brasil, Ecuador, Jamaica y México las instituciones

a cargo de la medición y el monitoreo pertenecen en

su mayoría al sector seguridad y defensa, justicia y

salud pública. Este patrón se repite en países del

Cono Sur como Argentina, Chile y Uruguay. 

En el caso de Brasil, tres ministerios tienen un papel

preponderante en términos de medición y monitoreo:

el Ministerio de Salud, Justicia y Defensa. Estas enti-

dades recogen información sobre violencia armada de

acuerdo a la naturaleza y exigencias de su trabajo67.

En Ecuador, la Policía Judicial, la Fiscalía, el Ministerio

de Salud Pública, la Policía y las Fuerzas Armadas

son responsables de las labores de medición y moni-

toreo68. En Jamaica, los sistemas se concentran en el

sector salud o seguridad, o en instituciones a cargo

del desarrollo juvenil. Sin embargo, existe importante

información sobre violencia armada en los sistemas

de la rama judicial69. En México, la tarea se centra en

las Secretarías de Salud, Gobernación y Defensa.

También la Presidencia de la República y algunas

instituciones científicas tienen un rol en términos de

medición y monitoreo. Este es el caso del Instituto

Nacional de Geografía y Estadística70.

En Argentina, se señalan tres instituciones principales

a cargo de la medición y el monitoreo a nivel federal:

el Ministerio de Justicia, el Ministerio de Salud y el

Ministerio Público Fiscal. Estas instituciones central-

izan información producida en las diferentes provin-

cias por cuerpos policiales, hospitales y centros de

salud, y juzgados o entidades de la rama judicial71. En

Chile, el Ministerio del Interior y Seguridad Publica, la

Policía de Carabineros, la Policía de Investigaciones y

la Fiscalía, son las entidades encargadas de producir

y consolidar datos sobre violencia armada. En este

caso, el Instituto Nacional de Estadística juega tam-

bién un rol importante en este sentido72. En Uruguay,

los sistemas de medición y monitoreo se concentran

en el Ministerio del Interior y del Poder Judicial. Estas

instituciones son responsables de observatorios de

criminalidad y violencia que utilizan datos de policía 

y reportes forenses como su fuente principal73.

En Colombia, a diferencia de otros casos en la región,

gran parte de las instituciones a cargo de la medición

y el monitoreo de la violencia armada hacen parte de

la rama ejecutiva del poder. Esto, en la medida en que

un gran número de sistemas se concentran en formas

de violencia que derivan del conflicto armado. Este es

el caso de diversos programas de la Presidencia y la

Vicepresidencia de la República o del Ministerio de la

Defensa, entre otros74.

Existen otros sistemas que estudian tipos de violencia

no asociada al conflicto. Estos sistemas se encuen-

tran principalmente en las instituciones de la rama

judicial o en instituciones que prestan soporte técnico

a la administración de justicia. Este es el caso del

Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias

Forenses. También la Policía Nacional recoge valiosa

información sobre múltiples formas de violencia. 

Cabe señalar, sin embargo, que en el caso de

Colombia esta agencia hace parte de la rama 

ejecutiva del poder75.

INSTITUCIONES A CARGO DE LOS SISTEMAS 
DE MEDICIÓN, MONITOREO Y ANÁLISIS     
Según las observaciones realizadas en el marco del

proyecto, la mayor parte de los sistemas para la

medición, monitoreo y análisis de la violencia armada

se concentran en instituciones estatales (ver gráfico

2). Cabe señalar, sin embargo, que en varios de los

países estudiados los sistemas estatales se limitan 

a producir estadísticas descriptivas. Los análisis más

profundos parecen ser fortaleza de las instituciones

no estatales como centros de investigación, universi-

dades, agencias internacionales y organizaciones de

la sociedad civil. Estas instituciones utilizan los datos

primarios producidos por el Estado, para la real-

ización de estudios que son de su interés. 

En el caso de Brasil, por ejemplo, la información

sobre crímenes consolidada por el Ministerio de

Justicia a nivel federal, sirve como insumo al Fórum

Brasileiro de Segurança Pública para la producción

de análisis periódicos sobre la situación de seguridad

del país61. En el caso de Guatemala, aunque las

estadísticas del Estado permiten tener una idea de 

la dimensión y distribución geográfica de la violencia

armada, los análisis a profundidad están a cargo de

centros de investigación como el Instituto Centro-

americano de Estudios Políticos62. En Ecuador, se

observa la utilización de datos primarios por parte de

instituciones académicas como la Facultad Latino-

americana de Ciencias Sociales (FLACSO) o el Instituto

Latinoamericano de Investigaciones Sociales (ILDIS).

Así mismo, los datos estatales son la base de trabajo

para organizaciones ciudadanas como la Fundación

Marcha Blanca o Mi Ecuador Seguro63.

Gráfico 2. Porcentaje de instituciones estatales 
y no estatales a cargo de los sistemas de
medición, monitoreo y análisis

La mayoría de sistemas encontrados se concentra 

en los datos sobre crimen o salud. Esto, en la medida

en que dependen, en gran parte, de los cuerpos de

Policía o del Sistema Judicial o de Salud. 

En El Salvador, Guatemala y Nicaragua los sistemas

de medición, monitoreo y análisis están concentrados

en la rama judicial y en los cuerpos policiales. En El

Salvador, los sistemas se concentran en el Instituto

de Medicina Legal, la Fiscalía General y la Policía

Nacional Civil. Otras instituciones realizan labores de

monitoreo, pero tienden a concentrarse en ciertas 

formas de violencia. Este es el caso del Instituto

Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer64. En el

caso de Guatemala, aparecen la Policía Nacional Civil,

el Ministerio Público y el Órgano Judicial como los

principales encargados de esta labor. Sin embargo

otras instituciones que no hacen parte del sector de

seguridad o justicia cuentan también con este tipo de

sistemas. Este es el caso de la Procuraduría de Dere-

chos Humanos y el Instituto Nacional de Estadística65.

61 Hunt, R./Instituto Sou da Paz, 2011 [inédito], p. 12.
62 Sagastume, T./ECPAT-Guatemala, 2011 [inédito], p. 13.
63 Gamboa, G./SERPAJ, 2011 [inédito], pp. 8 y 9.
64 Martínez, J.J./Fundación Red de Sobrevivientes y personas con discapacidad, 2011 [inédito], p. 5.
65 Sagastume, T./ECPAT-Guatemala, 2011 [inédito], p. 10.

66 Chavarría, Y., 2011 [inédito], p. 9.
67 Hunt, R./Instituto Sou da Paz, 2011 [inédito], pp. 10-12.
68 Gamboa, G./SERPAJ, 2011 [inédito], pp. 8 y 9.
69 Parkins, N./VPA, 2011, [inédito], p. 12.
70 Guerra, H., 2011 [inédito].
71 Recientemente se creó en Argentina el Ministerio de Seguridad de la Nación que iría tener a su cargo las estadísticas de origen policial. 

(Fleitas, D./APP, 2011 [inédito]).
72 Fariña, F. y Velásquez, P./Instituto de Ecología Política, 2011 [inédito].
73 Tenenbaum, G./ALUDEC, 2011 [inédito], pp. 51-54.
74 Bonilla, A./CCCM, 2011 [inédito], p. 3.
75 Ibíd.
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Análisis de los sistemas para la medición y el monitoreo 
de la violencia armada

12

86

Estatal 86%
No estatal 12%

Fuente: Base de datos sobre sistemas de medición, moni-
toreo y análisis de la violencia armada. Datos procesados
por CERAC en el marco del presente estudio. Información
sujeta a revisiones y actualizaciones.



entre sistemas de medición, monitoreo y análisis 

permitiría identificar y llenar vacíos de información

existentes, y generar información más amplia sobre 

el fenómeno de violencia armada. Adicionalmente,

mecanismos formales para el intercambio de info-

mación entre instituciones tienden a generar procesos

más adecuados en cuanto a la toma de decisiones 

y el diseño e implementación de intervenciones para

la reducción de la violencia armada77.

En la región, la forma en que se da el intercambio 

de información varía de acuerdo a los sistemas y 

a los países estudiados. En el caso de Colombia y

Uruguay, por ejemplo, se observa la existencia de

acuerdos interinstitucionales y mecanismos perma-

nentes para la interacción entre sistemas. Otros 

contextos, por el contrario, muestran la ausencia 

de instancias formales para la interlocución y el 

contraste de los datos. Este es el caso de Chile,

Ecuador, El Salvador, Guatemala, Jamaica y

Nicaragua. 

En Colombia, dado que un número importante de 

sistemas se enfoca en la medición, monitoreo y 

análisis de ciertos tipos de violencia asociados al

conflicto armado, se ve gran utilidad en el intercam-

bio de datos. Esto produce información comple-

mentaria que es aprovechada posteriormente por 

los diferentes observatorios78. En Uruguay, por su

parte, se ha hecho un esfuerzo por construir una 

red entre las instituciones que pertenecen al sistema

penal y que cuentan con información estadística

sobre criminalidad y violencia. Este es un espacio

para el intercambio regular de información y la 

validación mutua de los datos79.

En países como Chile, Ecuador, El Salvador, Guate-

mala, Jamaica y Nicaragua se sugieren esquemas ‘de

una vía’. Es decir, sistemas que recogen y procesan

información sobre criminalidad y violencia, e institu-

ciones que aprovechan la información producida con

distintos fines. Algunas instituciones se interesan en

la producción de análisis sobre la situación de 

seguridad. Este es el caso de la Procuraduría de los

Derechos Humanos en Guatemala, quien utiliza datos

de la Policía Nacional Civil para sus estudios sobre

violencia80. Otras entidades requieren información

para avanzar en procesos judiciales. Este es el caso

de la Policía Nacional de Ecuador o de Nicaragua,

que busca datos de los institutos forenses para ade-

lantar la investigación criminal81. Ninguno de estos

ejemplos implica, sin embargo, un proceso de inter-

cambio mutuo o de retroalimentación y contraste

entre las fuentes. 

En el caso de Argentina y Brasil, no es clara la retroal-

imentación entre sistemas ni que unos de ellos sirvan

como fuente para otros. En el caso de Brasil, por

ejemplo, se observa que los sistemas del sector salud

y justicia criminal no están relacionados entre sí y, a

su vez, parecen desvinculados de los registros sobre

armas82.

Acceso público a la información y las
metodologías 
El acceso público a la información y la metodología

de los sistemas, permite generar confianza en las

instituciones estatales. Esto, en la medida en que se

permiten procesos de veeduría y control por parte de

instituciones no estatales y de la ciudadanía en gen-

eral. Mayores niveles de confianza en las instituciones

pueden significar aumentos en los niveles de denun-

cia y, por tanto, menores índices de subregistro. 

En el caso de los países estudiados, la mayor parte

de la información producida por los sistemas es de

acceso público (ver gráfico 4). Es decir que, las

estadísticas descriptivas y los análisis sobre las

dinámicas de la violencia son, en general, de fácil

acceso. En los casos de Brasil, Colombia, Ecuador, 

El Salvador, Guatemala, Jamaica, México, Nicaragua

y Uruguay por ejemplo, se publica la información 

FORMAS DE APROXIMARSE AL FENÓMENO DE
LA VIOLENCIA ARMADA A TRAVÉS DE LOS SIS-
TEMAS DE MEDICIÓN, MONITOREO Y ANÁLISIS

Tabla 1. Número de sistemas de medición, 
monitoreo y análisis registrados por país 

Dentro de los sistemas encontrados en la región, no

fue posible identificar ninguno que mida, monitoree 

o analice el fenómeno de la violencia armada desde 

la óptica propuesta por la OCDE76. Las instituciones 

a cargo, al ser de naturaleza policial o judicial en la

mayoría de los casos, adoptan en sus sistemas

tipologías forenses o categorías jurídicas. El énfasis

de estos sistemas está en los hechos delictivos y, 

a través de la información producida, se busca el

control de la criminalidad. 

Aunque algunos sistemas contienen información

sobre las armas, los perpetradores y las víctimas,

gran parte de ellos no cuenta con información sufi-

ciente que permita caracterizar los hechos violentos 

y conocer las motivaciones de la violencia armada 

en los diferentes contextos. En varios casos los 

hallazgos en la región sugieren escasa información

sobre las armas utilizadas para infligir daño. 

Gráfico 3. Porcentaje por país de sistemas en 
los que se identifican los tres ejes analíticos de 
la violencia armada propuestos por la OCDE

CAPACIDAD DE LOS SISTEMAS PARA REFLEJAR
Y MEJORAR EL CONOCIMIENTO DEL FENÓMENO
DE LA VIOLENCIA ARMADA
Los sistemas de medición, monitoreo y análisis

enfrentan una serie de retos asociados al mejoramien-

to de la información existente. El primero, se relaciona

con la necesidad de aumentar los canales de comuni-

cación entre sistemas y de lograr una efectiva retroali-

mentación entre ellos. El segundo, con hacer públicas

las metodologías utilizadas y facilitar el acceso de los

ciudadanos a la información producida. Y el tercero,

con la superación de una serie de desafíos operativos

que, en la actualidad, comprometen la calidad y opor-

tunidad de la información generada. 

Retroalimentación y comunicación entre sistemas
La comunicación y retroalimentación permanente

País 

Colombia 18

Argentina 16

Guatemala 16

Chile 14

Uruguay 10

Brasil 9

Ecuador 6

México 6

El Salvador 5

Jamaica 4

Nicaragua 2

Total general 106

Número de sistemas de medición, moni-
toreo y/o análisis de la violencia armada
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76 OCDE, 2009, p.21.

77 Gilgen, E. y Tracey, L., 2011, p. 51.
78 Los observatorios, en el caso colombiano, son espacios interinstitucionales que recaban información de diferentes fuentes y hacen un 

seguimiento a la situación de violencia. Por ejemplo la Vicepresidencia de la República cuenta con el Observatorio de Derechos Humanos 
y Derecho Internacional Humanitario; o con el Observatorio del Delito de la Policía Nacional. Aunque estos en sí mismos son sistemas de 
medición y monitoreo, al mismo tiempo se configuran como espacios interinstitucionales que retroalimentan información entre diferentes 
instituciones del Estado.

79 Entrevista al Director División Estadística y Análisis Estratégico, Ministerio del Interior, fecha: 02/06/2011, citado en Tenenbaum, G./ALUDEC, 
2011 [inédito].

80 Sagastume, T./ECPAT-Guatemala, 2011 [inédito], pp. 9 y 10.
81 Chavarría, Y., 2011 [inédito], p. 12; Gamboa, G./SERPAJ, 2011 [inédito], pp. 8 y 9.
82 Sin embargo, las dos bases de datos utilizadas para registrar armas de fuego en el Brasil son comparadas por una tercera institución: INFOSEG. 

(Hunt, R./Instituto Sou da Paz, 2011 [inédito], p. 12).

Fuente: Base de datos sobre sistemas de medición, moni-
toreo y análisis de la violencia armada. Datos procesados
por CERAC en el marco del presente estudio. Información
sujeta a revisiones y actualizaciones.
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Respecto al acceso público a las metodologías uti-

lizadas por los sistemas de medición, monitoreo y

análisis, se encuentran diversos casos en la región.

En Colombia y México, por ejemplo, las metodologías

se publican comúnmente en el marco de los reportes

producidos. Este es el caso del Instituto Nacional de

Medicina Legal y Ciencias Forenses de Colombia

(quien comparte sus metodologías a través de la

Revista ‘Forensis’) o de la base de datos sobre 

fallecimientos de la Presidencia de la República de

México (que ofrece a sus usuarios detalles sobre 

las herramientas metodológicas utilizadas)86.

En países como Brasil, Chile y Guatemala el acceso 

a las metodologías de los sistemas es variable. En

gran parte de los casos, éstas no están disponibles 

a través de medios electrónicos o de reportes pro-

ducidos por las instituciones a cargo. Sin embargo, 

es posible conocer la metodología de estos sistemas

a través de una solicitud formal87.

En países como Uruguay y El Salvador, los hallazgos

indican que la publicación de las metodologías es

poco común y que los trámites para obtenerlas son

engorrosos en muchos casos. Al parecer, esto se

debe a que varios de los sistemas están aún en pro-

ceso de fortalecimiento y sufren debilidades técnicas

e institucionales. Este es el caso del Departamento 

de Estadística del Poder Judicial en Uruguay88 o del

Sistema OBNAVID en El Salvador. Este último, se

plantea como la primera iniciativa para centralizar

información de diversos sistemas nacionales. Sin

embargo, su página Web aún está en construcción 

y la información que se publica no se actualiza 

permanentemente89.

consolidada y depurada a través de reportes periódi-

cos, boletines y otros documentos. Estos documen-

tos, en gran parte de los casos, se hacen disponibles

al público a través de las páginas web de las institu-

ciones responsables83. En el caso de los datos brutos

e información desagregada, sin embargo, el acceso

suele ser más restringido. 

La información sobre armas, por su parte, tiende a

ser confidencial. En el caso de Brasil y Guatemala,

por ejemplo, la información sobre las armas registra-

das y en circulación está disponible, exclusivamente,

a instituciones estatales con responsabilidad en el

manejo de la seguridad pública y el diseño de políti-

cas en la materia. En Guatemala, los dos sistemas a

cargo de este tipo de información (DIGICI y DIGEAM)

producen reportes confidenciales a solicitud de las

autoridades estatales84. Esta situación se da también

en el caso de Brasil85.
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Gráfico 4. Acceso a la información producida por los sistemas de medición, monitoreo y análisis 
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83 Para el caso del Salvador, ver Instituto de Medicina Legal, 31 de octubre de 2009; en Guatemala, ver Procurador de los Derechos Humanos, 
septiembre de 2011; en Brasil, ver Ministerio da Saúde, s.f.; en Uruguay, ver Ministerio del Interior: Observatorio Nacional de Violencia y 
Criminalidad Uruguay, 2011; en Jamaica, ver Jamaica Constabulary Force, National Intelligence Bureau, 2009; en México, ver Presidencia 
de la República de México, s.f.; en Colombia, ver Instituto Nacional de Medicina Legal, s.f.; en Ecuador, ver Instituto Nacional de Estadísticas 
y Censos (INEC), s.f.; y en Nicaragua, ver Instituto de Medicina Legal, 2009. 

84 Sagastume, T./ECPAT-Guatemala, 2011 [inédito], p. 9.
85 Hunt, R./Instituto Sou da Paz, 2011 [inédito], p. 11.

86 Presidencia de la República de México, ‘Base de datos de fallecimientos’, s.f.
87 Sagastume, T./ECPAT-Guatemala, 2011 [inédito], p. 9; Hunt, R./Instituto Sou da Paz, 2011 [inédito], p. 11.
88 Entrevista a Directora del Departamento de Estadística del Poder Judicial, fecha 16/06/2011, citado en Tenenbaum, G./ ALUDEC, 2011 [inédito].
89 Martínez, J.J./Fundación Red de Sobrevivientes y personas con discapacidad, 2011 [inédito], p. 10.

Fuente: Base de datos sobre sistemas de medición, monitoreo y análisis de la violencia armada. Datos procesados 
por CERAC en el marco del presente estudio. Información sujeta a revisiones y actualizaciones.
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Gráfico 5. Acceso a la metodología de los sistemas de medición, monitoreo y análisis

Fuente: Base de datos sobre sistemas de medición, monitoreo y análisis de la violencia armada. Datos procesados por
CERAC en el marco del presente estudio. Información sujeta a revisiones y actualizaciones.



Desafíos operativos 
Los hallazgos indican que existen al menos tres

desafíos de tipo operativo que afectan la manera 

en que los sistemas de medición, monitoreo y 

análisis capturan información sobre violencia armada.

Estos retos están asociados a la escasez de recursos

disponibles, los altos niveles de subregistro y la falta 

de capacitación de las personas a cargo de la

recolección y codificación de la información. 

En cuanto a la escasez de recursos, se observa que

los sistemas requerirían de una mayor inversión de

capital que permitiera mejoras en términos de person-

al disponible, capacitación y adquisición de tecnología.

En el caso de El Salvador, por ejemplo, se indica que

algunos sistemas cuentan únicamente con una per-

sona a cargo de la codificación, el análisis y el control

de calidad90. En Guatemala y Jamaica, por su parte,

se hace evidente la necesidad de adoptar nuevas 

tecnologías que permitan una codificación más 

eficiente de los datos a nivel nacional. Con ello, los

sistemas lograrían la presentación de información

más actualizada a los usuarios91.

En términos de subregistro, se observan algunos 

factores que alteran el registro de datos de manera 

importante en algunos países de la región. Estos fac-

tores están asociados a la dificultad para consolidar

datos en el nivel central (especialmente en aquellos

Estados Federales), la confusa tipificación de los deli-

tos, la falta de capacitación técnica de funcionarios

responsables del registro, y la presencia diferenciada

y escasa de las instituciones estatales en el territorio

nacional. Estos elementos hacen que ciertos hechos

de violencia no sean registrados o que su registro 

sea inadecuado. 

En el caso de Argentina, por ejemplo, se observan

dificultades para consolidar las estadísticas judiciales 

a nivel nacional92. En Ecuador, se evidencian vacíos

de conocimiento asociados a la tipificación de delitos

por parte del personal responsable del registro93. En

Brasil, la extensión del territorio nacional, las carac-

terísticas topográficas, la distribución desigual de la

infraestructura de transporte y comunicaciones, y la

diversidad de la población, hacen que la captura de

información a nivel federal sea particularmente difícil.

Especialmente, si se considera que cada Estado - 

e incluso cada municipio- emplea diferentes

metodologías y definiciones para la recolección 

de datos’94.

En los países analizados se encuentran varios tipos

de instrumentos normativos e intervenciones, pro-

movidos desde el nivel central, que apuntan a pre-

venir y reducir la violencia armada. En el marco de

este proyecto se registró un total de 115 instrumentos

normativos, entre los cuales se encuentran leyes,

decretos, acuerdos ministeriales, actos administra-

tivos y proyectos de ley. Por su parte, se lograron

identificar un total de 245 intervenciones, entre las

que están políticas, planes, programas y proyectos.

Este alto número de instrumentos normativos e inter-

venciones sugiere que el fenómeno de la violencia

armada es una preocupación para los Estados de la

región y que está presente en la agenda legislativa y

programática de los países estudiados. 

Cabe anotar, sin embargo, que la mayor cantidad de

instrumentos normativos registrados se encuentra 

en países como Colombia, Ecuador, Guatemala y

México. Tres de estos países muestran las mayores 

Tabla 2. Número de instrumentos normativos 
registrados por país 

tasas de homicidio entre los países estudiados, 

después de El Salvador y Jamaica (ver tabla 2). En el

caso de las intervenciones, por el contrario, la mayor

cantidad de políticas, planes, programas y proyectos

no se concentra necesariamente en aquellos países

con altas tasas de homicidio. Países como Argentina,

Chile y Uruguay muestran un gran número de iniciati-

vas en esta materia. Un número mayor, incluso, que

Estados como El Salvador, Jamaica y México (ver

tabla 3). 

A nivel regional, la mayor parte de intervenciones

encontradas atiende el problema de la violencia arma-

da de manera indirecta. Es decir que, sus objetivos

principales responden a necesidades de movilidad 

y mejora del transporte público, fortalecimiento de 

la infraestructura, reforma institucional, reducción de 

la pobreza o aumento de los niveles de educación,

entre otros (ver gráfico 6). 

Tabla 3. Cantidad de intervenciones registradas
por país
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90 Martínez, J.J./Fundación Red de Sobrevivientes y personas con discapacidad, 2011 [inédito], p. 11.
91 Parkins, N./VPA, 2011 [inédito], p. 24; Sagastume, T./ECPAT-Guatemala, 2011 [inédito], p. 9.
92 Fleitas, D./APP, 2011 [inédito], p. 3.
93 Entrevista a Ruth Palacios Brito, Fiscal, Quito, 15 de Julio de 2011, citada en Gamboa, G./SERPAJ, 2011 [inédito]. 
94 Hunt, R./Instituto Sou da Paz, 2011 [inédito], p. 12.

Análisis de los instrumentos normativos e intervenciones estatales
en materia de prevención y reducción de la violencia armada

País

Argentina 4

Brasil 13

Colombia 16

Ecuador 18

El Salvador 3

Guatemala 17

Jamaica 7

México 20

Nicaragua 6

Uruguay 11

Total general 115

Número de instrumentos normativos 
registrados 

Fuente: Base de datos sobre instrumentos normativos de
reducción de la violencia armada. Datos procesados por
CERAC en el marco del presente estudio. Información 
sujeta a revisiones y actualizaciones. 
* Nota: Para el caso de Chile no fue posible encontrar 
información respecto a los instrumentos normativos.

País 

Guatemala 63

Colombia 58

Brasil 27

Ecuador 24

Uruguay 19

Argentina 15

Nicaragua 14

Chile 11

El Salvador 7

México 4

Jamaica 3

Total general 245

Número de intervenciones  
registradas

Fuente: Base de datos sobre intervenciones de reduc-
ción de la violencia armada. Datos procesados por
CERAC en el marco del presente estudio. Información
sujeta a revisiones y actualizaciones.



fico 9). Esto no significa, sin embargo, que no existan

intervenciones encaminadas a la reintegración social

de los perpetradores, a su vinculación laboral o a su

atención psicosocial. 

El énfasis en las armas parece menor, de acuerdo 

a los hallazgos de este proyecto. Si bien existe un

número importante de intervenciones que busca dis-

minuir la presencia y circulación de estos artefactos

en la región, el mayor énfasis de las intervenciones

directas está en los perpetradores. Cabe señalar, sin

embargo, que existe una gran cantidad de interven-

ciones que hace énfasis en los perpetradores y las

armas, simultáneamente (ver gráfico 8). 

Gráfico 8. Cantidad de intervenciones de acuerdo
a los ejes de la violencia armada

Es interesante observar, sin embargo, que aquellos

países en donde el número de intervenciones directas

es mayor, también presentan las tasas de homicidio

más altas. Esto ocurre en los países más afectados, 

a excepción de Jamaica. 

Gráfico 6. Número de intervenciones directas 
e indirectas por país

RELACIÓN DE LOS INSTRUMENTOS NORMA-
TIVOS E INTERVENCIONES CON LOS EJES
ANALÍTICOS PROPUESTOS POR LA OCDE
Los instrumentos normativos parecen enfocarse, a

nivel regional, en la penalización o el desincentivo 

de actos de violencia. Esto se refleja en una gran 

cantidad de instrumentos que se concentran en 

el castigo a los perpetradores o que busca la regu-

lación al porte y tenencia de armas. Cabe señalar, 

adicionalmente, que a nivel regional se observa la

implementación de reformas institucionales como 

una de las estrategias para atender el problema de 

la violencia armada (ver gráfico 7). 

Gráfico 7. Cantidad de instrumentos normativos
de acuerdo a los ejes de la violencia armada

Por el contrario, los hallazgos sugieren que las inter-

venciones a nivel regional no hacen énfasis en los

perpetradores de la violencia armada o en las armas

utilizadas para generar daño. Esto, en tanto que la

mayor parte de ellas son indirectas, como se anotó

anteriormente. Estas intervenciones tienen un efecto

más preventivo que reactivo, dado que influencian 

algunos de los factores de riesgo de la violencia

armada (ver gráfico 8). 

Dentro de las intervenciones directas, parece haber

un énfasis en los perpetradores y, especialmente, en

las estrategias que privilegian la ‘mano dura’ (ver grá-
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Fuente: Base de datos sobre intervenciones de reducción
de la violencia armada. Datos procesados por CERAC en el
marco del presente estudio. Información sujeta a revisiones
y actualizaciones. 

Fuente: Base de datos sobre intervenciones de reducción
de la violencia armada. Datos procesados por CERAC en el
marco de este estudio. Información sujeta a revisiones y
actualizaciones.

Fuente: Base de datos sobre intervenciones de reducción de la violencia armada. Datos procesados por CERAC en el marco
del presente estudio. Información sujeta a revisiones y actualizaciones. 
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Fuente: Base de datos sobre instrumentos normativos de
reducción de la violencia armada. Datos procesados por
CERAC en el marco del presente estudio. Información 
sujeta a revisiones y actualizaciones. 
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Gráfico 9. Estrategias de las intervenciones frente a los perpetradores de la violencia armada



De acuerdo a las motivaciones de la violencia
En el caso de los instrumentos normativos a nivel

regional, se observa que un mayor número de ellos

atiende las formas de violencia que tiene motiva-

ciones económicas o políticas. En el caso de las

intervenciones, por el contrario, se observa un 

mayor énfasis en la atención de la violencia con 

motivaciones emocionales (ver gráficos 12 y 13). 

Gráfico 12. Proporciones de instrumentos norma-
tivos según la motivación de la violencia armada 
a nivel regional

Sin embargo, si se examinan los énfasis de instru-

mentos normativos e intervenciones en cada uno de

los países estudiados, se ven tendencias diferentes 

al patrón regional. En los casos de Guatemala y

Colombia, por ejemplo, tanto los marcos normativos

como las intervenciones son consistentes con las

motivaciones más preponderantes de la violencia. 

En Guatemala, ambas herramientas se concentran en

formas de violencia que responden a una motivación

económica. En Colombia, éstas atienden la violencia

que se deriva de motivaciones políticas. Ambos 

casos muestran coherencia con el contexto nacional,

en la medida en que Guatemala está altamente afec-

tado por la criminalidad organizada y Colombia por 

la presencia de un conflicto armado96.

En países como Brasil y México, por el contrario, 

no se ve un énfasis particular en un tipo de violencia

armada de acuerdo a sus motivaciones subyacentes.

Gráfico 13. Proporciones de intervenciones según
la motivación de la violencia armada a nivel regional

De acuerdo a los daños ocasionados a las 
personas
A nivel regional, tanto los instrumentos normativos

como las intervenciones tienen énfasis similares con

respecto a los daños que pretenden reducir o pre-

venir. Es decir que, tanto la normatividad existente

como los planes, programas, proyectos y políticas

apuntan, en una mayor proporción, a evitar la muerte

y a atender lesiones físicas, daños sexuales y daños

psicológicos (ver gráficos 14 y 15). 

RELACIÓN DE LOS INSTRUMENTOS NORMA-
TIVOS E INTERVENCIONES CON LOS TIPOS 
DE VIOLENCIA DE LA REGIÓN
A continuación se observan los tipos de violencia en

los que se concentran los esfuerzos estatales. Esta

sección analiza las intervenciones e instrumentos 

normativos registrados, de acuerdo a tres variables

principales: los ámbitos en los que ocurren los

hechos violentos95, sus motivaciones y los daños 

ocasionados a las personas. 

De acuerdo a los ámbitos en donde se genera 
la violencia
Tanto los marcos normativos como las intervenciones

a nivel regional, parecen tener un énfasis diferente de

acuerdo a los ámbitos en los que ocurren los hechos

violentos. Es decir que, mientras la mayor proporción

de instrumentos normativos apunta a la atención de

formas de violencia colectiva (como es el caso de 

la violencia asociada al crimen organizado o a los

conflictos armados), la mayor proporción de inter-

venciones se concentra en formas de violencia que

ocurren al interior de la familia o entre la pareja (ver

gráficos 10 y 11). 

Gráfico 10. Proporciones de instrumentos 
normativos a nivel regional según los ámbitos 
de la violencia armada.

Gráfico 11. Proporciones de intervenciones a nivel
regional según los ámbitos de la violencia 
armada

Únicamente en los casos de Colombia y Guatemala,

ambos, instrumentos normativos e intervenciones,

apuntan en su mayoría a la reducción de la violencia

entre grupos; bien sea relacionada con el conflicto

armado o con la criminalidad organizada. Por el 

contrario, países como El Salvador, Jamaica y México

siguen la tendencia regional, a pesar de los altos 

niveles de violencia que sufren y que están asociados 

a la criminalidad organizada. Este hallazgo es de

especial importancia dado que, de acuerdo a la 

información disponible, la violencia producida por

organizaciones criminales constituye el principal 

problema de la región. 
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95 Cabe recordar que los ámbitos de la violencia se refieren a los espacios donde se ejerce la violencia y niveles de relacionamiento de la víctima 
con el victimario. Por ejemplo, la violencia puede ocurrir al interior de la familia o la pareja (interpersonal relacional); en el barrio, en el trabajo o 
en el colegio (interpersonal comunitaria); o entre grupos como los conflictos armados, la violencia asociada al crimen organizado o las protestas 
sociales (interpersonal colectiva).

96 Base de datos sobre intervenciones de reducción de la violencia armada. Datos procesados por CERAC, información sujeta a revisiones y 
actualizaciones.

Interpersonal relacional 24%
Interpersonal comunitaria 28%
Interpersonal colectiva 35%
Ninguna de las anteriores 12%
No hay información 1%

112

28

35

24

%

Fuente: Base de datos sobre instrumentos normativos de
reducción de la violencia armada. Datos procesados por
CERAC en el marco del presente estudio. Información 
sujeta a revisiones y actualizaciones.

Fuente: Base de datos sobre intervenciones de reducción
de la violencia armada. Datos procesados por CERAC en 
el marco del presente estudio. Información sujeta a 
revisiones y actualizaciones. 

Fuente: Base de datos sobre instrumentos normativos 
de reducción de la violencia armada. Datos procesados 
por CERAC en el marco del presente estudio. Información
sujeta a revisiones y actualizaciones. 

Fuente: Base de datos sobre intervenciones de reducción
de la violencia armada. Datos procesados por CERAC en 
el marco del presente proyecto. Información sujeta a 
revisiones y actualizaciones
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En la actualidad, las disposiciones establecidas en

leyes, decretos, acuerdos ministeriales, actos admin-

istrativos y proyectos de ley, a pesar de ser compren-

sivas en muchos casos, no se traducen necesaria-

mente en acciones concretas que permitan la reduc-

ción efectiva de la violencia armada. Este el caso 

de países como Guatemala, por ejemplo, en donde

los instrumentos normativos que se derivan de los

Acuerdos de Paz de 1996 no han logrado traducirse

plenamente en intervenciones puntuales que permitan

avanzar decididamente hacia la reducción de la 

violencia98.

Adicionalmente, las intervenciones parecen concen-

trarse en ciertas zonas de los territorios nacionales.

Estas regiones, si bien presentan altos niveles de

afectación por cuenta de la violencia armada, no 

son las únicas que sufren sus efectos. En el caso de

Nicaragua, por ejemplo, la mayor parte de los progra-

mas y proyectos promovidos por agencias estatales

se concentran en la capital Managua y no atienden,

de igual forma, la situación de la Región Autónoma

del Atlántico Sur; una de las más violentas del país99.

Cabe señalar que la priorización de zonas a intervenir

se basa generalmente en datos producidos por los

diferentes sistemas para la medición y el monitoreo

de la violencia armada. Las limitaciones que enfrentan

estos sistemas en términos de la calidad y oportu-

nidad de la información producida, podrían ser la

razón por la que algunas regiones no son focalizadas

como centro de los esfuerzos estatales en materia 

de prevención y reducción100.

El tercer desafío se refiere a la necesidad de aumen-

tar los recursos financieros y humanos disponibles,

de tal manera que las intervenciones puedan incre-

mentar su cobertura en términos geográficos y sus

niveles de implementación efectiva. La escasez de

recursos podría ser otra de las razones por las que

los instrumentos normativos no siempre se traducen

en programas y proyectos específicos.

La efectividad de las intervenciones tiende a 

incrementar cuando se establecen mecanismos de

comunicación e interacción formal entre los diferentes

programas y proyectos, y entre éstos y los sistemas

de medición y monitoreo101. El establecimiento de 

sinergias, que constituye otro de los grandes desafíos

mencionados, evita la duplicación de funciones y per-

mite optimización de recursos humanos y financieros

disponibles. 

El último reto apunta a la necesidad de aumentar 

los mecanismos disponibles para la evaluación y el

monitoreo de las intervenciones existentes, y a aplicar

estas herramientas de manera rigurosa y sistemática.

Según los datos recogidos por los investigadores,

cerca del 49% de las intervenciones utiliza algún tipo

de metodología para evaluar su gestión, resultados o

impacto102. Adicionalmente, en varias de las interven-

ciones analizadas, estos procesos no parecen darse

de manera juiciosa y regular. Por el contrario, formas

más rigurosas de evaluación parecen ser exclusivas

de aquellas intervenciones promovidas o apoyadas

por agencias y organizaciones internacionales.

Gráfico 14. Proporciones de instrumentos 
normativos a nivel regional de acuerdo a los 
daños que se busca prevenir o reducir

Son particularmente interesantes los casos de

Jamaica y México en este sentido. En estos 

países, los hallazgos sugieren números similares 

de intervenciones y marcos normativos que apuntan 

a la atención de distintos tipos de daños. Es decir

que, a pesar de las altas tasas de homicidios que 

se registran en estos dos países, la normatividad

existente y los planes, programas, proyectos y 

políticas se preocupan por reducir o prevenir otro

tipo de daños, distintos a los daños físicos y a 

la muerte97.

Gráfico 15. Proporciones de intervenciones a 
nivel regional según los daños que se busca 
prevenir o reducir 

DESAFÍOS QUE ENFRENTAN LOS INSTRUMEN-
TOS NORMATIVOS E INTERVENCIONES 
Más allá de la coherencia de instrumentos normativos

e intervenciones con el contexto regional, se obser-

van una serie de desafíos en materia de prevención 

y reducción de la violencia armada. Estos desafíos

están asociados con: i.) la necesidad de mejorar 

los niveles de implementación efectiva de aquello 

previsto en la ley u otros instrumentos normativos;

ii.) la importancia de ampliar la cobertura geográfica

de las intervenciones existentes; iii.) la necesidad de

aumentar la disponibilidad de recursos financieros y

humanos, esenciales para el desarrollo de interven-

ciones más efectivas y sostenibles; iv.) la importancia

de establecer sinergias entre las diferentes interven-

ciones; y v.) la necesidad de mejorar los procesos 

de monitoreo y evaluación de las mismas. 
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Daños sexuales 16%
Daños sicológicos 18%
Daños físcicos no letales 23%
Privaciones alalibertad 14%
Actos violentos letales 21%
Ninguna de las anteriores 7%
No hay información 1%
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Fuente: Base de datos sobre intervenciones de reducción
de la violencia armada. Datos procesados por CERAC en 
el marco de este estudio. Información sujeta a revisiones 
y actualizaciones.

Fuente: Base de datos sobre intervenciones de reducción
de la violencia armada. Datos procesados por CERAC en
el marco de este estudio. Información sujeta a revisiones 

y actualizaciones.
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No hay información 6%

97 Base de datos sobre intervenciones de reducción de la violencia armada. Datos procesados por CERAC en el marco de este estudio. 
Información sujeta a revisiones y actualizaciones.

98 Sagastume, T./ECPAT-Guatemala, 2011 [inédito], p. 9.
93 Chavarría, Y., 2011 [inédito], p. 16.
100 Ver las consideraciones en el capítulo anterior sobre la cobertura de los sistemas de información.
101 Gilgen, E. y Tracey, L., 2011, p. 51.
102 Base de datos sobre intervenciones de reducción de la violencia armada. Datos procesados por CERAC en el marco de este estudio. 

Información sujeta a revisiones y actualizaciones.



Aunque las intervenciones e instrumentos normativos

para la asistencia a las víctimas son también interven-

ciones para la reducción y prevención de la violencia

armada, este análisis presenta un capítulo especial en

materia de asistencia a las víctimas. De esta forma se

da un mayor énfasis a la forma en que los Estados

estudiados apoyan a aquellos individuos y comu-

nidades afectadas por este fenómeno. 

Esta sección analiza los instrumentos normativos e

intervenciones desarrolladas en cada país, los tipos

de víctimas que se atienden con mayor preponderan-

cia y los tipos de asistencia que son más comunes 

en la región. Adicionalmente, la sección presenta

algunos de los principales desafíos que enfrentan 

las intervenciones e instrumentos normativos en

materia de asistencia a las víctimas.

Tabla 4. Número de instrumentos normativos 
que buscan garantizar la asistencia a las 
víctimas por país 

CANTIDAD DE INSTRUMENTOS NORMATIVOS 
E INTERVENCIONES POR PAÍS  
En contraste con los instrumentos normativos e 

intervenciones que se estudian en el capítulo anterior,

los hallazgos indican un número relativamente bajo 

de normas, leyes, políticas, planes y proyectos que 

apuntan a asistir a quienes han sido víctimas de la 

violencia armada (ver tablas 4 y 5). 

Es interesante observar que, a excepción de Colombia

y Guatemala, países con altos niveles de violencia

armada como Brasil, El Salvador y Jamaica presentan

un bajo número de instrumentos normativos e interv-

enciones dirigidas a proveer o a garantizar asistencia 

a las víctimas. En contraste, en países que presentan

bajos niveles de violencia armada como Argentina 

y Uruguay, se ven una mayor cantidades de leyes, 

normas, políticas, planes, programas y proyectos 

en esta materia.

Tabla 5. Número de intervenciones para asistir 
a víctimas de la violencia armada por país 

País

Colombia 12

Guatemala 12

Argentina 11

Nicaragua 8

Uruguay 8

México 7

Chile 5

Ecuador 5

El Salvador 2

Brasil 1

Jamaica 1

Total general 72

Número de intervenciones de 
asistencia a víctimas

CATEGORÍAS DE VICTIMAS Y TIPOS DE 
ASISTENCIA  
Para conocer la forma en que los diferentes esfuerzos

estatales buscan reducir la afectación de la violencia

armada sobre las personas, es necesario observar el

énfasis de instrumentos normativos e intervenciones

de acuerdo a las categorías de víctimas que atienden

y a la asistencia que estas personas reciben.

Categorías de víctimas a las que instrumentos
normativos e intervenciones buscan asistir con
mayor preponderancia
A nivel regional, tanto los instrumentos normativos

como las intervenciones hacen énfasis en aquellas

personas que han sufrido un daño de manera directa

(ver gráficos 16 y 17). 

Gráfico 16. Cantidad de instrumentos normativos
de acuerdo a la categoría de víctimas 

Gráfico 17. Cantidad de intervenciones según el
tipo de víctimas 

Esta tendencia sugiere que hay limitaciones en la

concepción misma del término ‘víctima’ en los países

estudiados. Esto, en la medida en que los instrumen-

tos e intervenciones en materia de asistencia a las

víctimas no muestran una preocupación por las 

víctimas indirectas de la violencia armada. Es decir,

por aquellas personas que tienen vínculos económi-

cos o emocionales con las víctimas directas, u otros

individuos que sufren de manera indirecta los efectos

de un hecho violento. 

Los tipos de asistencia más preponderantes 
En términos generales, las intervenciones en esta

materia revelan un acento en la rehabilitación física y

funcional de víctimas directas de la violencia armada

(ver gráfico 18). Esto es consistente con los hallazgos

presentados en el capítulo anterior, en la medida en

que otras intervenciones para la prevención y reduc-

ción de la violencia armada a nivel regional, también

presentan una prevalencia en prevenir daños físicos.
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Análisis de las intervenciones en materia de asistencia a las 
víctimas 

Fuente: base de datos sobre instrumentos normativos de
asistencia a las víctimas. Datos procesados por CERAC 
en el marco de este estudio. Información sujeta a revisión 
y actualización.

Fuente: base de datos sobre instrumentos normativos de
asistencia a las víctimas. Datos procesados por CERAC 
en el marco del presente estudio. Información sujeta a
revisión y actualización. 

Fuente: base de datos sobre intervenciones de asistencia 
a las víctimas. Datos procesados por CERAC en el marco
del presente estudio. Información sujeta a revisión y 
actualización.

Fuente: base de datos sobre intervenciones de asistencia 
a las víctimas. Datos procesados por CERAC en el marco
del presente estudio. Información sujeta a revisión y 
actualización.

País 

Argentina 3

Brasil 1

Chile 3

Colombia 18

Ecuador 10

El Salvador 2

Guatemala 4

Jamaica 1

México 1

Nicaragua 2

Uruguay 13

Total general 58
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generadas por la Comisión Nacional de Reparación 

y Reconciliación (CNRR), que busca la reparación

colectiva de las víctimas por vía administrativa, y 

la reparación moral y simbólica a través de la recu-

peración de la memoria histórica105. En cuanto al

marco normativo, en Colombia se han generado

numerosas leyes en materia de asistencia a las 

víctimas. Sin embargo, se destaca la recientemente

aprobada ‘Ley de Víctimas y Restitución de Tierras’

en la que se presentan una serie de disposiciones

para asistir a los afectados por el conflicto y se 

prevé la devolución de terrenos que les fueron 

despojadas durante el conflicto armado106.

DESAFÍOS QUE ENFRENTAN LOS INSTRUMEN-
TOS NORMATIVOS E INTERVENCIONES EN 
MATERIA DE ASISTENCIA A LAS VÍCTIMAS   
Finalmente, es relevante mencionar una serie de

desafíos que enfrentan las intervenciones y los 

marcos normativos en materia de asistencia a las 

víctimas en la región. En términos generales, se 

identifican cuatro retos fundamentales: i.) la necesi-

dad de mejorar los niveles de implementación de lo

previsto en instrumentos normativos e intervenciones;

ii.) la relevancia de llegar a zonas mas alejadas pero

igualmente afectadas por la violencia armada; iii.) la

importancia de generar sinergias entre las diferentes

intervenciones existentes; y iv.) la pertinencia de

mejorar los procesos de monitoreo y evaluación 

de los planes, programas y proyectos en materia 

de asistencia a las víctimas.

Además de ampliar el énfasis de los instrumentos

normativos e intervenciones para incluir las necesi-

dades de las víctimas indirectas y garantizar una

atención más allá de la rehabilitación física, es 

necesario aumentar los niveles reales de imple-

mentación de aquello dispuesto en la ley y otros

instrumentos normativos existentes. En la  actuali-

dad, se observa una distancia entre las disposi-

ciones estipuladas en la norma y la capacidad real

para hacer efectivos los servicios previstos o para

lograr una efectiva inclusión socioeconómica de 

las víctimas. En el caso de las intervenciones, estas

limitaciones podrían explicarse, a nivel regional, por

falta de recursos económicos suficientes y de capital

humano disponible.

En Guatemala, por ejemplo, a pesar de reconocerse

la importancia de la asistencia a las víctimas en el

nuevo Código Procesal Penal, no existen mecanismos

efectivos para la reparación de los daños ocasiona-

dos a las personas o para su asistencia en la

superación de secuelas producidas por hechos de

violencia107. En el caso de Guatemala, también se 

evidencian problemas en la implementación efectiva

de lo dispuesto en los Acuerdos de Paz de 1996, en

materia de asistencia a las víctimas del conflicto108.

El cuanto al alcance geográfico de las intervenciones,

se observa con preocupación que muchas de ellas 

se concentran en las cabeceras municipales y las

grandes ciudades, desatendiendo las áreas rurales 

o los municipios más apartados. En Ecuador, por

ejemplo, en el marco de la lucha contra la trata de

personas se ha atendido a muchas de las víctimas 

de este delito. Sin embargo, la asistencia provista 

por el ‘Sistema Nacional de Protección y Asistencia a

Víctimas, Testigos y Otros Participantes en el Proceso

Penal’ no llega a todas las provincias afectadas por

este fenómeno. Mas aún, la presencia de centros 

de asistencia es escaza y la difusión misma de la

intervención es insuficiente109.

En el caso de Uruguay y en el marco de la lucha 

contra la violencia de género, la mayoría de las insti-

tuciones parecen concentrarse en los centros urbanos

más poblados y especialmente en Montevideo110.

El desafío que enfrentan estos programas es llegar a

aquellas mujeres de los departamentos del interior111.

La cobertura de los servicios no parece estar definida

por la demanda, sino por las posibilidades de imple-

mentar el servicio112.

En cuanto a las sinergias entre las intervenciones

existentes, los hallazgos sugieren que es posible 

Cabe señalar, sin embargo, que durante el ejercicio se

registraron un número importante de intervenciones

que apuntan a la satisfacción o reparación moral de

las víctimas, o a su inclusión social y económica. 

Esto se debe a los casos de Colombia y Guatemala,

especialmente, en donde se han diseñado una gran

cantidad de medidas para reparar los daños infligidos

a las personas en el marco del conflicto armado. 

En Guatemala, el 18% de las intervenciones encon-

tradas se enfocan en la inclusión social y económica 

de las víctimas, el 15% en la restitución, el 11% en 

la satisfacción moral y el 11% en la garantía de no

repetición103. Muchas de estas intervenciones, sin

embargo, se centran en las víctimas del conflicto

armado que padeció Guatemala entre 1960 y 1996104.

En Colombia, se han implementado intervenciones

que buscan la reparación moral de las víctimas del

conflicto armado, su indemnización y/o su inclusión

socioeconómica (en menor medida que las anteri-

ores). Entre las intervenciones se destacan aquellas
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Gráfico 18. Número de intervenciones por tipo de asistencia en la región

Fuente: base de datos sobre intervenciones de asistencia a las víctimas. Datos procesados por CERAC 
en el marco del presente estudio. Información sujeta a revisión y actualización.

103 Sagastume, T./ECPAT-Guatemala, 2011 [inédito], p. 17.
104 Ibíd.

105 CNRR, s.f. 
106 Colombia, Ley 1448 de 2011.
107 Sagastume, T./ECPAT-Guatemala, 2011 [inédito], p. 17.
108 Ibíd.
109 Gamboa, G./SERPAJ, 2011 [inédito], p. 22.
110 Tenenbaum, G./ALUDEC, 2011 [inédito], p. 81.
111 Ibíd.
112 Entrevista a funcionaria responsable del Departamento de Violencia Basada en Género, fecha: 04/07/2011, citada en Tenenbaum, G./ALUDEC, 

2011 [inédito], p. 81.



y deseable implementar más y mejores acciones 

conjuntas entre las diferentes instituciones estatales, 

y entre las instituciones estatales y no estatales 

en materia de asistencia a las víctimas. Mayores 

esfuerzos conjuntos podrían evitar la duplicación 

de funciones, la optimización de recursos y el 

potenciamiento de capacidades. Todo esto, en pro 

de una mejor calidad de vida para las personas y

comunidades afectadas por la violencia armada.

En esta materia, es destacable el ejemplo de Uruguay,

en donde se observan alianzas interinstitucionales en

varios frentes. Este es el caso del ‘Centro de Atención

a las Víctimas de la Violencia y el Delito (CAVID)’ y sus

acuerdos de trabajo con el ‘Centro de Almaceneros,

Minoristas, Baristas y afines del Uruguay (CAMBAD

U)’ y la ‘Unión Nacional de Obreros del Transporte

(UNOT)’113. Por su parte, el ‘Servicio Especializado 

de Atención a la Violencia Doméstica’ trabaja en red

con otras instituciones públicas y organizaciones de

la sociedad civil. Y finalmente, el ‘Plan Nacional de

Lucha contra el Racismo y otras Formas de

Discriminación’ trabaja estrechamente con el Instituto

Nacional de las Mujeres (INMUJERES) y la Dirección

de Políticas Sociales del Ministerio de Desarrollo

Social (MIDES)114.

Por último, se evidencia la necesidad de aumentar la

periodicidad y rigurosidad en los procesos de moni-

toreo y evaluación de las intervenciones en materia 

de asistencia a las víctimas a nivel regional. Si bien 

se encuentran ejemplos positivos en algunos países,

la proporción de intervenciones que realizan procesos

de evaluación y monitoreo es aún menor en el caso

de la asistencia a las víctimas que en el caso de otras

intervenciones estudiadas en el capítulo anterior.

Según los hallazgos, sólo cerca del 23% de las 

intervenciones encontradas ejecutan procesos de 

evaluación115. La falta de procesos y metodologías rig-

urosas impide conocer el estado de políticas, planes,

programas y proyectos, y su contribución en términos

de una mejor calidad de vida para las víctimas. 

En El Salvador, por ejemplo, si bien durante las entre-

vistas con representantes del Instituto Salvadoreño

para el Desarrollo de la Mujer (ISDEMU) se hizo 

mención a la existencia de procesos de monitoreo 

y evaluación, en la práctica no se encontró ningún

sistema de medición y monitoreo vigente116. Este

hecho genera bastante preocupación, en la medida

en que el ISDEMU es la segunda institución en el 

país a cargo de intervenciones en materia de 

asistencia a las víctimas.
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2011 [inédito], p. 81.
115 Datos procesados por CERAC en el marco del presente estudio. Información sujeta a revisión y actualización. 
116 Martínez, J.J./Fundación Red de Sobrevivientes y personas con discapacidad, 2011 [inédito], p. 10.

SISTEMAS PARA LA MEDICIÓN Y EL MONITOREO
DE LA VIOLENCIA ARMADA  
A manera de conclusión, puede decirse que existe

una clara división de roles entre las instituciones

Estatales y no Estatales en términos de la medición,

el monitoreo y el análisis de la violencia armada.

Mientras que las instituciones del Estado se concen-

tran en la producción de datos primarios, las institu-

ciones no estatales encuentran su fortaleza en el

análisis de los mismos. Sin embargo, en los países

estudiados se evidencia una escasa participación 

de las instituciones no estatales en la producción de

datos primarios sobre violencia armada y una limitada

capacidad de análisis por parte de las instituciones

estatales. Una mayor interacción entre las institu-

ciones estatales y no estatales sería aconsejable 

en este sentido, en la medida en que permitiría 

una mejora en la calidad de la información existente 

y un aumento en los niveles de confianza de los 

distintos sectores frente a la información producida. 

Ahora bien, en la medida en que pocos sistemas en 

la región logran dar cuenta de los tres ejes analíticos

propuestos por la OCDE de manera simultánea

(armas, perpetradores y víctimas), se hace evidente la

necesidad de aumentar los niveles de comunicación

entre sistemas. Una comunicación fluida entre sis-

temas ofrecería la oportunidad de compartir informa-

ción relevante y, por tanto, de ganar una mejor com-

prensión acerca de las características y motivaciones

de la violencia armada en los diferentes contextos. 

La comunicación y retroalimentación permanente

entre sistemas permitiría, además, identificar vacíos

de información existentes y establecer mecanismos

para subsanarlos. Una mejor comprensión de la 

problemática permitiría el diseño e implementación 

de intervenciones con mayor impacto en el terreno. 

En cuanto a las instituciones estatales a cargo de 

la medición y el monitoreo de la violencia armada 

se observa un cierto énfasis en la rama judicial y 

los cuerpos de policía en los países estudiados. 

Hay alguna información sobre violencia armada que

proviene del sector salud, pero ésta no parece tener

la misma prominencia, difusión y nivel de uso en 

términos del diseño e implementación de interven-

ciones en el terreno. Este hecho sugiere que la infor-

mación sobre las armas, las víctimas y los perpe-

tradores de la violencia armada se recoge, fundamen-

talmente, para efectos de la investigación criminal y,

por tanto, puede significar información limitada sobre

eventos que no se denuncian o que no constituyen 

un delito como tal. Este punto indica nuevamente 

una necesidad de comunicación entre los diferentes

sistemas y fuentes de información, de tal manera 

que los tomadores de decisiones y otros actores – 

a cargo de implementación de programas y proyectos

–cuenten con información suficiente y confiable. 

Con respecto al acceso a la información y metodología

de los sistemas estudiados se observa que, mientras

las estadísticas descriptivas y documentos de análisis

se hacen disponibles al público a través de diferentes

medios, las metodologías utilizadas no tienen el

mismo nivel de difusión. En los países estudiados

parece haber, adicionalmente, un acceso limitado a

los datos brutos o desagregados que permiten la 

producción de estadísticas oficiales sobre violencia

armada. Una mayor difusión de las metodologías per-

mitiría, por tanto, mayores niveles de transparencia

frente a la producción de datos. Así mismo, un mayor

acceso a los registros brutos haría posible un mayor

número de estudios independientes y la existencia de

fuentes de contraste. Esto aportaría al conocimiento 

y mejor comprensión del fenómeno de la violencia

armada en los diferentes contextos. Adicionalmente,

procesos más abiertos en este sentido permiten

aumentar la confianza de los ciudadanos en las 

instituciones estatales, en la medida en que generan

procesos de veeduría y control.

Adicional a lo anterior, existen al menos tres desafíos

de tipo operativo que afectan la manera en que los

sistemas de medición, monitoreo y análisis capturan

información relevante sobre violencia armada. Estos

retos están asociados a la escasez de recursos

disponibles, los altos niveles de subregistro y la falta

de capacitación del personal a cargo de la recolec-

ción y codificación de la información. Es importante

trabajar en estas tres áreas, de tal forma que pueda

Conclusiones y recomendaciones
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haber información más confiable y oportuna sobre 

el fenómeno de la violencia armada en los diferentes

niveles nacionales. Más personal y mejores tecnol-

ogías para el registro y el procesamiento de la infor-

mación, y una mejor capacitación para las personas 

a cargo del registro, puede significar cambios sub-

stanciales en la calidad de la información existente. 

Finalmente, es importante que las instituciones

estatales hagan un esfuerzo por llegar a la mayor

parte del territorio nacional. Esto, en la medida en 

que una presencia diferenciada o escaza de las 

instituciones puede llevar a que ciertos hechos de

violencia no sean registrados o que su registro sea

inadecuado. 

INTERVENCIONES EN MATERIA DE PREVENCIÓN
Y REDUCCIÓN DE LA VIOLENCIA ARMADA  
La existencia de un gran número de intervenciones e

instrumentos normativos en los países estudiados da

muestra de su preocupación por la problemática de 

la violencia armada. En el caso de las intervenciones,

sin embargo, no son los países más violentos los que

concentran el mayor número de políticas, planes, pro-

gramas y proyectos para la prevención y reducción 

de este fenómeno. Por el contrarío, países con altos

índices de violencia parecen favorecer instrumentos

normativos y marcos regulatorios por el control de 

la seguridad. Cabe recordar, sin embargo, que este

estudio se concentra fundamentalmente en las institu-

ciones del estado y, por tanto, que puede haber infor-

mación sobre el rol y las áreas de acción de las insti-

tuciones no estatales que están por fuera del pre-

sente análisis. 

El ejercicio revela, por otra parte, la existencia de 

una gran cantidad de normas que atienden el tema 

de los perpetradores entre los países estudiados.

Esto, sumado a un importante número de interven-

ciones que busca desincentivar la comisión de

hechos violentos a través del uso de la fuerza podría

indicar que, dentro de las intervenciones directas,

existe un énfasis en el castigo como estrategia para

reducir la violencia armada. Frente a este hallazgo es

importante reivindicar el marco conceptual propuesto

por la OCDE que sirve como base para este ejercicio

de mapeo. Es decir, la necesidad de ganar una mejor

comprensión acerca de las características de los

hechos violentos, la relación entre víctimas y per-

petradores, y los factores de riesgo que facilitan la

aparición o reproducción de la violencia armada. 

Las intervenciones sobre los factores de riesgo, 

por ejemplo, permiten reducciones substanciales 

en los niveles de violencia armada en la medida 

en que pueden controlar aquellos elementos del 

contexto que nutren la violencia armada.

Adicionalmente, información detallada sobre la 

naturaleza y motivaciones de la violencia armada

ofrece la oportunidad de abordar el problema 

desde las estrategias de prevención y el trabajo 

con las poblaciones en riesgo. 

Finalmente, este ejercicio observa una serie de

desafíos operativos relacionados con la necesidad 

de mejorar los niveles de implementación efectiva de

aquello previsto en la ley u otros instrumentos norma-

tivos, la importancia de ampliar la cobertura geográfi-

ca de las intervenciones existentes, la necesidad de

aumentar la disponibilidad de recursos financieros 

y humanos para el desarrollo de intervenciones más

efectivas y sostenibles, la importancia de establecer

sinergias entre las diferentes intervenciones, y la

necesidad de mejorar los procesos de monitoreo y

evaluación de las mismas. Mejoras en este sentido

permitirían garantizar la efectividad de los marcos

normativos y la sostenibilidad de las intervenciones

en el mediano y largo plazo. Adicionalmente, permi-

tirían conocer aquellas estrategias que tienen un

mayor impacto en el terreno, optimizar recursos en 

su implementación y alcanzar un mayor número de

regiones afectadas por la violencia en los distintos

países. 

INTERVENCIONES EN MATERIA DE ASISTENCIA 
A LAS VÍCTIMAS
A nivel regional, este estudio encuentra que tanto 

los instrumentos normativos como las intervenciones

en materia de asistencia a las víctimas se concentran

en las víctimas directas de la violencia armada. 

Adicionalmente, las intervenciones revelan un acento

particular en la rehabilitación física y funcional de los

individuos afectados. Por lo anterior, se recomienda 

el desarrollo de instrumentos normativos e interven-

ciones que tengan en cuenta las necesidades de 

las víctimas indirectas, y que prevean otras formas 

de asistencia para atender los daños psicológicos,

facilitar la reparación moral y económica de las 

víctimas, y su inclusión social y económica, entre

otros. Es decir que, es importante avanzar en la 

construcción de definiciones y ofertas más amplias 

en materia de asistencia a las víctimas en la región 

y, particularmente, de avanzar en el desarrollo de

marcos conceptuales que se acerquen a la asistencia

desde la perspectiva de los Derechos Humanos. 

En la actualidad, si bien hay ejemplos positivos 

entre los países estudiados, aún se evidencian 

vacíos en términos de la oferta y su implemen-

tación efectiva en el nivel regional. 

Diadema, Brasil, 2004. Primera cam-
paña de entrega voluntaria de armas. 
En Brasil fueron recogidas alrededor 
de 500.000 armas en 16 meses. 
Crédito: Érico Hiller, 
Instituto Sou da Paz
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Este proyecto fue posible gracias al apoyo del

Gobierno de Noruega y a la colaboración y el 

arduo esfuerzo de las organizaciones y personas 

que se enuncian a continuación:

El grupo de trabajo sobre Seguridad Humana 

en Latinoamerica y el Caribe (SEHLAC) es un 

grupo de trabajo regional que estudia temas 

relativos a la Seguridad Humana en América 

Latina y el Caribe. El grupo, creado en 2009, 

ha abordado la creciente agenda sobre vio-

lencia armada y desarrollo promoviendo la 

implementación de la Declaración de Ginebra 

y los Compromisos de Oslo a nivel regional. 

En representación de SEHLAC participaron en 

este proyecto las siguientes organizaciones e 

investigadores, haciendo posible el desarrollo 

de la investigación para los casos de Argentina, 

Chile, Colombia, El Salvador, Guatemala, México,

Nicaragua, Uruguay y Venezuela. 
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y Personas con Discapacidad, El Salvador 
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Fabiola Fariña, Instituto de Ecología Política, Chile 

Pamela Velásquez, Instituto de Ecología Política, 

Chile

Héctor Guerra, Investigador Independiente, México 

Gabriela Alvarado, Investigadora Independiente,

Nicaragua

Yassir Chavarría, Investigador Independiente,

Nicaragua 

María de Lourdes León, Investigadora 

Independiente, Venezuela 

Vivian Pérez, Investigadora Independiente, 

Venezuela 

Otras organizaciones de la sociedad civil 

participaron también en la recolección de 

información relevante sobre el problema de la 

violencia armada en América Latina y el Caribe, 

y sobre la respuesta estatal a esta problemática. 

En particular, estas organizaciones apoyaron la 

elaboración del estudio en los casos de Brasil,

Ecuador y Jamaica. El proyecto agradece, entonces, 

la participación de la ‘Alianza para la Prevención 

de la Violencia’ (Sede Jamaica), del ‘Instituto Sou 

da Paz’ (Brasil), y del ‘Servicio de Paz y Justicia 

del Ecuador’. Especialmente, agradecemos los

aportes y contribuciones de: 
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